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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bombal Otaegui, Carlos

--Canessa Robert, Julio

--Cariola Barroilhet, Marco

--Chadwick Piñera, Andrés

--Cordero Rusque, Fernando

--Espina Otero, Alberto

--Fernández Fernández, Sergio

--Foxley Rioseco, Alejandro

--Frei Ruiz-Tagle, Carmen

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Horvath Kiss, Antonio

--Larraín Fernández, Hernán

--Martínez Busch, Jorge

--Moreno Rojas, Rafael

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Parra Muñoz, Augusto

--Ríos Santander, Mario

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz De Giorgio, José

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Silva Cimma, Enrique

--Stange Oelckers, Rodolfo

--Valdés Subercaseaux, Gabriel

--Vega Hidalgo, Ramón

--Zaldívar Larraín, Adolfo

--Zaldívar Larraín, Andrés

--Zurita Camps, Enrique

Concurrió, además, el señor Ministro del Interior subrogante.

Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 12:19, en presencia de 22 señores Senadores.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. CUENTA

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Informes



De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía y de la de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaídos en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto ley Nº 321, de 1925, sobre libertad condicional, con urgencia calificada de “suma” (boletín Nº 3.854-17). (Véanse en los Anexos, documentos 1 y 2).


Dos de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaídos en los siguientes asuntos.



1. Proyecto de reforma, en tercer trámite constitucional, que modifica la composición y atribuciones del Congreso Nacional, la aprobación de los tratados internacionales, la integración y funciones del Tribunal Constitucional y otras materias que indica (boletines Nºs 2.526-07 y 2.534-07, refundidos). (Véase en los Anexos, documento 3).


2. Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 17.798, sobre Control de Armas y Explosivos, con urgencia calificada de “discusión inmediata” (boletín Nº 3.885-07). (Véase en los Anexos, documento 4 ).


--Quedan para tabla.

Permisos constitucionales



Los Honorables señores Boeninger, Coloma, Páez y Pizarro, conforme a lo dispuesto en los artículos 57 de la Carta Fundamental y 7º del Reglamento, solicitan autorización para ausentarse del país a contar de los días 12, 11, 10 y 12 de julio del año en curso, respectivamente.



--Se accede.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Terminada la Cuenta.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor HOFFMANN (Secretario).- En sesión de hoy, los Comités Demócrata Cristiano, Unión Demócrata Independiente, Renovación Nacional, Partido Radical Social Demócrata, Institucionales 1 e Institucionales 2, y sin la asistencia de los Comités Socialista y Partido Por la Democracia, acordaron lo siguiente:



1.- En caso de que la tabla de la sesión ordinaria de la tarde fuese despachada antes del término del Orden del Día, continuar tratando el proyecto de reforma constitucional para cuyo análisis está citado hoy en la mañana el Senado.



2.- Proseguir la discusión de dicha iniciativa en la sesión ordinaria de mañana miércoles, de 16 a 20, suprimiéndose la hora de Incidentes.

El señor NARANJO.- Pido la palabra.

El señor ROMERO (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, quiero manifestar aquí en la Sala el malestar del Comité del Partido Socialista, porque no fue avisado ni comunicado como corresponde de la reunión de Comités que se efectuó  hoy a las 11. Y tengo entendido que al Comité del Partido Por la Democracia le pasó lo mismo, lo cual, creo, el Senador señor Muñoz Barra planteará.



Por lo tanto, si hubo acuerdos en ella, nosotros no los compartimos. Y si se desea que demos nuestro asentimiento, debe convocarse ahora a una reunión de Comités para ver si los hacemos nuestros.

El señor ROMERO (Presidente).- Me informan que administrativamente se hicieron llegar los respectivos fax.



Probablemente debió haber existido una comunicación telefónica paralela, pero…

El señor NARANJO.- Señor Presidente, se trata sólo de una cuestión de forma, que yo aprendí desde que ingresé a la Cámara de Diputados, que se me hizo saber en su oportunidad y que me imagino que en el Senado debe ser igual: cuando se cambian las reuniones ordinarias y se fijan reuniones extraordinarias, como la que hubo hoy en la mañana, es obligación de la Secretaría ubicar personalmente al Senador o al jefe de la bancada correspondiente. Debo señalar que en este caso –porque se lo pregunté a la secretaria de la bancada del Partido Socialista- ni siquiera se le entregó a él, en forma personal, la citación a esta reunión extraordinaria. Sólo se dejó un papel que, lógicamente, lo vio al otro día.



Entonces, por respeto al cargo que desempeñamos, no corresponde que se efectúen las comunicaciones en esos términos. Nada le cuesta al señor Secretario -que tiene un “staff” de secretarias que lo podrían hacer en su nombre- llamar personalmente a cada uno de los Senadores jefes de bancada. Ello no le tomaría más de cinco minutos.



Por consiguiente, por respeto al cargo que representamos, no voy a aceptar nunca más, ni daré ningún acuerdo, cuando se cambien las reuniones ordinarias de Comités y se tomen acuerdos sin la presencia del nuestro. Porque si yo no hubiera podido asistir, podría haberlo hecho el subjefe de bancada, pero éste tampoco sabía de la reunión. 



Por lo tanto, el procedimiento empleado es malo.

El señor ROMERO (Presidente).- Está bien. He tomado debida nota. Voy a ver administrativamente la manera de que esta situación no se repita en el futuro.



En todo caso, hicimos lo que correspondía. Lo  conversamos con el señor Vicepresidente, quien estaba presente, pero, naturalmente, no representa al Comité, y estudiaremos la forma de resolver próximamente el asunto.



Sin embargo, debo manifestar que en los acuerdos de Comités recién leídos no hay nada fuera de lo normal. En el fondo, éstos no requerían el pronunciamiento de los Comités, porque los proyectos que se tratarán en la sesión de la tarde fueron incluidos conforme a las urgencias que tienen, y mañana correspondería ocuparse de la iniciativa sobre reformas constitucionales. 



Señalo lo anterior a Su Señoría como una explicación de lo sucedido, entendiendo su molestia, y le informo que tomaremos las medidas correspondientes para evitar que, en lo sucesivo, ocurra este tipo de situaciones.





)-------------------(

El señor ROMERO (Presidente).- Deseo saludar, en nombre del Senado, a la delegación del Colegio Aurora de Chile de Chiguayante (Octava Región) que se encuentra en las tribunas, cuya presencia agradecemos.

IV.ORDEN DEL DÍA

REFORMA DE CAPÍTULOS I, II, III, IV, V, VI, VI A, VII, 

IX, X, XI, XIII Y XIV DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

El señor ROMERO (Presidente).- Proyecto de reforma constitucional, en tercer trámite e iniciado en mociones de los Honorables señores Chadwick, Larraín y Romero y del entonces Senador señor Díez, y de los Honorables señores Silva y Viera-Gallo y de los entonces Senadores señores Bitar y Hamilton, el cual cuenta con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 

2526-07 y 2534-07  (reforma grande)

REFORMA DE CAPÍTULOS I, II, III, IV, V, VI, VI A, VII, IX, X, XI, XIII Y XIV DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 

--Los antecedentes sobre los proyectos (2526-07 y 2534-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:

Proyectos de reforma constitucional: (mociones de los señores Chadwick, Díez, Larraín y Romero y de los señores Bitar, Hamilton, Silva y Viera-Gallo).


En primer trámite, sesión 7ª, en 4 de julio de 2000.

En tercer trámite, sesión 11ª , 6 de julio de 2005

Informes de Comisión:


Constitución, sesión 12ª, en 6 de noviembre de 2001.


Constitución (complementario), sesión 22ª, en 9 de enero de 2002.


Constitución (segundo), sesión 36ª, en 26 de marzo de 2003.


Constitución (complementario de segundo), sesión 12ª, en 18 de noviembre de 2003.


Constitución (nuevo complementario de segundo), sesión 11ª, en 13 de julio de 2004.


Constitución (nuevo segundo complementario de segundo), sesión 11ª, en 9 de noviembre de 2004.

Constitución (tercer trámite), sesión 13ª , en 12 de julio de 2005.

Discusión:


En general: Sesiones 16ª, en 14 de noviembre y 18ª, en 18 de diciembre de 2001 (queda pendiente su discusión); 19ª, en 19 de diciembre de 2001 (vuelve a Comisión para informe complementario); 23ª, en 15 de enero de 2002 (se aprueba en general).

En particular: Sesiones 42ª, 44ª, en 29 y 30 de abril de 2003, respectivamente; 4ª, 5ª, en 11 y 17 de junio de 2003, respectivamente; 7ª , 11ª y 14ª, en 1º, 9 y 16 de julio, respectivamente; 31ª, en 3 de septiembre; 3ª, en 14 de octubre; 9ª, en 11 de noviembre; 14ª, en 2 de diciembre; 16ª, en 3 de diciembre; 19ª, en 16 de diciembre de 2003; 2ª, 3ª, 4ª, 6ª y 7ª en 6, 12, 19 y 20 de octubre; 9ª, en 2 de noviembre de 2004 (queda pendiente su discusión particular); 11ª, en 9 de noviembre de 2004 (se aprueba en particular).

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- La iniciativa recién individualizada corresponde a los boletines Nºs 2.526-07 y 2.534-07, refundidos. 

El señor MARTÍNEZ.- Señor Presidente, sobre el proyecto que nos ocupa…

El señor ROMERO (Presidente).- Excúseme, señor Senador, pero todavía no ha terminado la relación. Cuando eso ocurra, le ofreceré la palabra.

El señor MARTÍNEZ.- Muy amable, señor Presidente.

El señor HOFFMANN (Secretario).- La Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, efectuó diversas modificaciones al proyecto despachado por el Senado. 



La Sala, en sesión de 5 de julio en curso, envió las referidas enmiendas a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para que evacuara el informe correspondiente, el que consigna los acuerdos adoptados respecto de las modificaciones introducidas por la otra rama del Parlamento, proponiendo aprobarlas, con excepción de las siguientes: 



1) La suspensión del derecho de sufragio de una persona por hallarse “sujeta a prisión preventiva” por delito que merezca pena aflictiva, en vez de “procesada”.



2) La sustitución del párrafo segundo del número 4º del artículo 19 de la Constitución Política, referida a la responsabilidad solidaria de los dueños de los medios de comunicación por las indemnizaciones que procedan en el caso de infracción del derecho al respeto y protección de la vida privada. En este punto, la Comisión propone que se vote en forma separada. 



3) La enmienda que confiere, al que hubiere sido privado de libertad, acusado o condenado, el derecho a ser indemnizado por el Estado en caso de ser sobreseído. Dicho organismo técnico también sugiere votarla separadamente. 



4) El rechazo de la Honorable Cámara de Diputados a la norma sobre colegios profesionales. 



5) La supresión de la atribución exclusiva del Senado de conocer las contiendas de competencias que se susciten entre las autoridades políticas o administrativas y los tribunales superiores de justicia. 



6) Las modificaciones efectuadas al artículo 56 de la Carta Fundamental que sólo regulan la compatibilidad de funciones de Senadores o Diputados en caso de guerra exterior. La Comisión recomienda que se voten separadamente. 



7) El establecimiento de una comisión integrada por Senadores y Diputados que deberá informar periódicamente a la Sala de cada Cámara, con relación a la ejecución de la Ley de Presupuestos del sector público.



8) El acuerdo previo entre el Presidente de la República y la Cámara que conoce de un proyecto de ley para calificar la urgencia correspondiente. 



9) La determinación, por la correspondiente Ley Orgánica Constitucional, de las atribuciones del Tribunal Constitucional. La Comisión propone que se vote en forma separada. 



10) Los requisitos exigidos para que proceda la declaración de inconstitucionalidad de un proyecto de ley o de reforma constitucional y de los tratados. 



11) La información previa a la Cámara de Diputados, además del Senado, por el Presidente de la República, del llamado a retiro de los Comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas y del General Director de Carabineros. La Comisión sugiere votarla separadamente. 



12) La posibilidad de que el Presidente de la Cámara de Diputados solicite fundadamente al Presidente de la República que convoque al Consejo de Seguridad Nacional. El órgano técnico recomienda que se vote en forma separada.



13) La Comisión ha rechazado suprimir la modificación efectuada por el Senado en orden a hacer aplicable a la tramitación de los proyectos de reforma constitucional las normas sobre formación de la ley.



14) También ha rechazado que se deroguen: la disposición transitoria primera de la Carta Fundamental; y



15) La disposición transitoria cuadragesimatercera, nueva, que establecía la vigencia de las modificaciones al artículo 47, en lo concerniente a la provisión de vacancias de cargos parlamentarios a partir de la próxima elección de Senadores y Diputados.



Con el rechazo de esta norma, entraría en vigencia, in actum, el nuevo artículo 47 permanente.



Cabe señalar, que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento adoptó la gran mayoría de sus acuerdos por unanimidad, con excepción de aquellos que el señor Presidente pondrá en votación oportunamente.



Se debe tener presente que las enmiendas que propone aprobar la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento requieren un quórum de tres quintos y de dos tercios de los señores Senadores en ejercicio, es decir, en este momento, el voto conforme de 25 y 27 señores Senadores, respectivamente.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado dividido en cuatro columnas, que transcriben el texto de la Carta Fundamental, el proyecto de reforma constitucional despachado por el Senado, las enmiendas realizadas por la Cámara de Diputados y, finalmente, la proposición de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Martínez.

El señor MARTÍNEZ.- Señor Presidente, por desgracia, aquí existe un problema que debo hacer presente con el fin de solicitar que se aplique el Reglamento.



Sólo hace poco ha llegado a mi escritorio tanto el informe de la Comisión como el texto comparado. 



Pregunté oportunamente por el informe y se me dijo que lo entregarían cuando estuviera firmado.



Por lo tanto, como no han transcurrido 24 horas desde su entrega, corresponde aplazar la discusión y reiniciarla en la sesión de mañana.



En este sentido, solicito que se aplique el Reglamento, señor Presidente.

El señor ROMERO (Presidente).- En efecto, tal como lo manifestó Su Señoría, por un problema de firma del informe, no fue posible distribuirlo a los señores Senadores con la debida antelación.



En consecuencia, de acuerdo con lo prescrito en el artículo 116 del Reglamento, habrá que aplazar la discusión de la iniciativa para la sesión ordinaria de mañana.

El señor MUÑOZ BARRA.- ¿La de reformas constitucionales?

El señor ROMERO (Presidente).- Sí, Su Señoría. El Honorable señor Martínez ha hecho presente que el informe debía haber estado a disposición de los señores Senadores al menos el día anterior al inicio de la discusión del proyecto, conforme lo establece el Reglamento.



Tiene la palabra el Honorable señor Arancibia.

El señor ARANCIBIA.- Señor Presidente, ¿no sería posible continuar mañana en la mañana en una sesión especial?

El señor ROMERO (Presidente).- Si no hubiere objeción, podríamos citar a sesión para mañana, de 12 a 14.



Para ello se precisa la unanimidad de la Sala.

El señor NOVOA.- ¿Por qué la unanimidad?

El señor MORENO.- No la requiere 

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene razón, Su Señoría. En verdad, no se necesita acuerdo unánime para tal efecto.



Si le parece a la Sala, se citará a sesión especial para mañana miércoles 13, de 12 a 14.

El señor ARANCIBIA.- Muy bien.

El señor PARRA.- ¿Eso implica dejar sin efecto el acuerdo de Comités, en orden a tratar el proyecto de reforma constitucional en la sesión ordinaria de mañana en la tarde?

El señor ROMERO (Presidente).- No, señor Senador. La idea es continuar con la discusión de la iniciativa mañana en la tarde, porque lo más probable es que no alcancemos a terminar su estudio en la sesión especial.



En definitiva, se reemplaza la sesión de hoy por la de mañana miércoles, de 12 a 14.



Si le parece a la Sala, así se procederá.



--Se acuerda citar a sesión especial para mañana miércoles 13, de 12 a 14, con el objeto de tratar el proyecto de reforma constitucional.


Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 12:34.









Manuel Ocaña Vergara,









   Jefe de la Redacción
A N E X O S

D O C U M E N T O S

1

INFORME DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS, NACIONALIDAD Y CIUDADANÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL D.L. Nº 321, DE 1925, SOBRE LIBERTAD CONDICIONAL

(3854-17)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Diputados señoras Saa y Tohá, y señores Aguiló, Ascencio, Bustos, Girardi, Letelier, don Juan Pablo, Riveros, Rossi y Valenzuela.


Se dio cuenta del presente proyecto ante la Sala del Honorable Senado en la sesión del 14 de junio de 2005, habiéndose dispuesto su estudio por las Comisiones de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 


Con fecha 5 de julio del presente año, S. E. el Presidente de la República hizo presente la urgencia a esta iniciativa con carácter de “suma”, en todos sus trámites constitucionales.


Asistió, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Jaime Gazmuri.

A las sesiones en que vuestra Comisión analizó el proyecto en informe, asistió, en representación del Ejecutivo, el señor Subsecretario de Interior, don Jorge Correa Sutil y la señora Antonia Urrejola, asesora de esa Cartera de Estado.

En relación con esta iniciativa de ley, vuestra Comisión escuchó los planteamientos del Vicario de la Pastoral Social de la Iglesia Católica, Monseñor Alfonso Baeza; del abogado don Alberto Espinoza, y del Colectivo por la Libertad de los Presos Políticos, representado por las señoras Verónica Ruiz, Oriella Areyuna, Flora Piderit, Abelina Cisternas y Sandra Rojas, y los señores José Vargas y Pedro Rivera.  
----------


Por tratarse de un proyecto de artículo único, y en conformidad con lo previsto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutir la iniciativa en general y en particular, a la vez.
----------

OBJETIVO FUNDAMENTAL


La presente iniciativa consta de un artículo único, que concede el beneficio de la libertad condicional a las personas condenadas a presidio perpetuo por delitos contemplados en la ley Nº 18.314, que fija la penalidad por conductas terroristas, y que, además, lo hayan sido por delitos sancionados en otros cuerpos legales, una vez que hayan cumplido 10 años de la pena impuesta, siempre que los hechos punibles hayan ocurrido entre el 1 de enero de 1989 y el 1 de enero de 1998, y que dichas personas suscriban en forma previa una declaración que contenga una renuncia inequívoca al uso de la violencia.


Para lo anterior, el texto despachado por la Cámara de origen propone incorporar un inciso final nuevo al artículo 3º del decreto ley N° 321, de 1925, sobre Libertad Condicional.
----------

ANTECEDENTES


Para un adecuado estudio de la materia se han tenido en consideración los siguientes antecedentes:


I.- Antecedentes Jurídicos:


1.- Constitución Política de la República.


El artículo 60, referido a las materias propias de la reserva legal, incluye en este ámbito, en su numeral 3), a las que son objeto de codificación, entre las cuales señala las que están incluidas en la compilación penal. 


Por su parte, el artículo 9º, se refiere al terrorismo, señalando que éste, en cualquiera de sus formas, es esencialmente contrario a los derechos humanos.  Su inciso segundo entrega a una ley de quórum calificado la determinación de las conductas terroristas y su penalidad y señala las inhabilidades que afectaran a los responsables de las mismas, y, finalmente, su inciso tercero dispone que siempre serán considerados como delitos comunes y no políticos, no procediendo respecto de ellos el indulto particular, con la sola excepción de la conmutación de la pena de muerte por la de presidio perpetuo.


2.- Ley Nº 18.314, del 17 de mayo de 1984, que determina las conductas terroristas y fija su penalidad.


3.- El Código Penal que en su Libro Primero, Título III De las penas, las regula, en general (párrafo primero), las clasifica (párrafo segundo), prescribe sus límites, naturaleza y efectos (párrafo tercero), especifica sus reglas de aplicación (párrafo cuarto), y, por último, el párrafo quinto, norma la ejecución y cumplimiento de las penas, en especial, el artículo 86 cuyo contenido preceptivo manda que los condenados a penas privativas de libertad cumplirán sus condenas en la clase de establecimientos carcelarios que corresponda en conformidad al reglamento respectivo.


4.- El decreto ley Nº 321, sobre Libertad Condicional, del 10 de marzo de 1925 y publicado en el Diario Oficial del 12 de marzo de ese mismo año, la establece, en su artículo 1º, como un medio de prueba de que el delincuente condenado a una pena privativa de libertad y a quien se le concede, se encuentra corregido y rehabilitado para la vida social.  Previene que la libertad condicional, salvo lo que dispone el artículo 3.o del presente decreto ley, no extingue ni modifica la duración de la pena, sino que es un modo particular de hacerla cumplir en libertad por el condenado y según las disposiciones que se dicten en dicho decreto ley y en el reglamento respectivo.


Por lo que atañe a los presupuestos de procedencia de este instituto penal, el artículo 2º dispone que todo individuo condenado a una pena privativa de libertad de más de un año de duración, tiene derecho a la libertad condicional, siempre que cumpla con los requisitos siguientes:  primero, haber cumplido la mitad de la condena impuesta por sentencia definitiva, o de la que resultare en caso de habérsele beneficiado, por gracia, con alguna rebaja o la fijación de otra pena;  segundo, haber observado una conducta intachable en el establecimiento penal en que cumple su condena, según el Libro de Vida que se le llevará a cada uno;  tercero, haber aprendido bien un oficio, si hay talleres donde cumple su condena, y cuarto, haber asistido con regularidad y provecho a la escuela del establecimiento y a las conferencias educativas que se dicten, entendiéndose que no reúne este requisito el que no sepa leer y escribir.


El artículo tercero del decreto ley en mención, fija el requisito en lo que atañe al lapso de privación de libertad efectiva que legitima al condenado para impetrar el beneficio, en función de la gravedad de la pena, y concurriendo, obviamente, los supuestos señalados en la disposición precedente.  A tal efecto, distingue diversas situaciones.


En su inciso primero, agregado por el artículo 6º, Nº 1, de la ley Nº 19.734 que deroga la pena muerte, señala que a los condenados a presidio perpetuo calificado sólo se les podrá conceder la libertad condicional una vez cumplidos cuarenta años de privación de libertad efectiva, y que la solicitud correspondiente, cuando fuere rechazada, no podrá deducirse nuevamente sino después de transcurridos dos años desde su última presentación.


Por efecto de la ley Nº 18.144, del 7 de julio de 1982, se sustituyó el primitivo artículo 3º del Decreto Ley sobre Libertad Condicional, con la finalidad precisa de distinguir un número mayor de hipótesis en lo que se refiere a los períodos de privación de libertad efectiva necesarios para solicitar esta forma de cumplimiento de la pena, y en el caso actualmente regulado por su inciso segundo, que se refiere a los condenados a presidio perpetuo, dispuso que se les podrá conceder el beneficio de la libertad condicional una vez cumplidos veinte años, aumentando así al doble el período exigido por el texto original del precepto.


Tratándose de los condenados por los delitos de parricidio, homicidio calificado, robo con homicidio, violación con homicidio, violación de persona menor de doce años, infanticidio, el previsto en el número 1 del artículo 367 bis del Código Penal y elaboración o tráfico de estupefacientes, el inciso tercero -que fue modificado por el artículo 5º de la ley Nº 19.927, del 14 de enero de 2004, en lo que se refiere a los delitos actualmente sujetos a esta regla- prescribe que el beneficio se podrá conceder cuando hubieren cumplido dos tercios de la pena.


El inciso cuarto norma la situación de las personas condenadas a más de veinte años, a quienes se les podrá conceder el beneficio de la libertad condicional una vez cumplidos diez años de la pena, y por este solo hecho ésta quedará fijada en veinte años.


El inciso final del artículo descrito, señala que los condenados por hurto o estafa a más de seis años, podrán obtener el mismo beneficio una vez cumplidos tres años.


El artículo 4º, en su inciso primero, dispone que la petición de libertad condicional la hará una comisión especial que funcionará en la Corte de Apelaciones respectiva, durante los meses de abril y octubre de cada año, previo informe del jefe del establecimiento en que esté el condenado.  Por su parte, los inciso siguientes se refieren a la integración de la comisión de libertad condicional; a su presidencia y secretaría; a la subrogación y a la resolución de los empates, y a la facultad de aquélla para pedir la libertad condicional en favor de aquellos reos que cumplan el tiempo mínimo de su condena en los dos meses siguientes a los indicados en el inciso primero.


El artículo 5º norma la forma de concesión del beneficio.  El inciso primero sienta la regla general de que la libertad condicional se concede por decreto supremo, previos los trámites correspondientes y se revoca del mismo modo.  A su vez, el inciso segundo establece que, en todo caso, tratándose de condenados a presidio perpetuo calificado, la libertad condicional deberá ser concedida o revocada por el pleno de la Corte Suprema, previo cumplimiento de los trámites previstos en el artículo 4º del mismo decreto ley.  El inciso final dispone que la resolución que conceda, rechace o revoque la libertad condicional en el caso establecido en el inciso precedente se comunique al Ministerio de Justicia, a fin de dar cumplimiento a las disposiciones establecidas en los artículos 6º y 7º del presente decreto ley y en el reglamento respectivo.


El artículo 6º fija las limitaciones a la libertad personal de las personas condenadas en libertad condicional, así como las obligaciones y cargas a que están sujetos.  El artículo 7º fija las causales de revocación de la libertad condicional, los efectos de ésta y el derecho a recuperarla cuando haya cumplido la mitad del tiempo que le falte para cumplir su condena, en las mismas condiciones y con las mismas obligaciones señaladas.


El artículo 8º prescribe que los reos en libertad condicional que hayan cumplido la mitad de esta pena y hubieren observado durante este tiempo muy buena conducta, según se desprenda del Libro de Vidas que se le llevará a cada uno en la prefectura de policía, tendrán derecho a que, por medio de un decreto supremo, se les conceda la libertad completa. Finalmente, el artículo 9º, prescribe que el presente decreto ley regirá desde su publicación en el Diario Oficial.


II.- Antecedente Histórico:

La presente iniciativa de ley tiene como antecedente que contextúa su sentido y alcance el debate legislativo de la ley Nº 19.965, que concede beneficios a condenados, en particular un indulto consistente en una rebaja de penas.


En efecto, el artículo 1º de dicha ley prescribe: “Las personas que hayan sido condenadas por el delito de asociación ilícita terrorista, contemplado en el artículo 2º, numeral 5, de la ley Nº 18.314 o por las conductas descritas en el artículo 8º del decreto Nº 400, de 1978, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 17.798, sobre control de armas o en el decreto Nº 890, de 1975, que fija el texto actualizado de la ley Nº 12.927, sobre seguridad del Estado, y que también hayan sido condenadas por delitos sancionados en el Código Penal, en el Código de Justicia Militar o en otras disposiciones de las citadas leyes Nºs. 17.798 y 12.927, cumplirán como condena diez años de presidio por la totalidad de los delitos cometidos, salvo los sancionados por la ley Nº 18.314, siempre que los hechos punibles hayan ocurrido entre el 1 de enero de 1989 y el 1 de enero de 1998, procediendo a su respecto un indulto general en cuanto al saldo de las penas de privación de libertad a que hubieran sido condenadas y que excedieran dicho lapso.”.


No fueron incorporados en este beneficio las personas condenadas por delitos descritos y penados en la ley Nº 18.314, que determina conductas terroristas.  Tampoco, las personas que perpetraron delitos en el lapso del 1 de enero de 1989 al 1 de enero de 1998, y dentro del contexto de los acontecimientos de violencia política, pero que no fueron condenadas por la figura de asociación ilícita terrorista, contemplada en el artículo 2º, numeral 5, de la ley Nº 18.314, ni por las conductas descritas en el artículo 8º de la Ley de Control de Armas o en la Ley sobre Seguridad del Estado, pero que sí sufrieron condenas por delitos tipificados en cuerpos legales distintos a la ley Nº 18.314.


III.- Antecedentes de Hecho:

- La Moción legislativa de los Honorables Diputados señoras Saa y Tohá, y señores Aguiló, Ascencio, Bustos, Girardi, Letelier, don Juan Pablo, Riveros, Rossi y Valenzuela inicia un proyecto de ley que modifica el decreto ley Nº 321, de 1925, sobre Libertad Condicional.

En la exposición de los motivos que fundan las iniciativa, se reconoce que la ley Nº 19.965 solucionó en una medida importante el problema de las personas condenadas por delitos con móviles políticos, al hacer posible que aquéllas, si han cumplido más de diez años de la pena impuesta, accedan a la libertad o bien les posibilita beneficios intrapenitenciarios.  Con todo, puntualizó, aquella ley excluyó a los condenados a presidio perpetuo por delitos penados en la ley Nº 18.314, al no lograrse el quórum del indulto que para esta clase de ilícitos exige la Carta Fundamental.


Agrega que, actualmente, seis personas cumplen las penas privativas de libertad que les fueron impuestas por delitos con móviles políticos, de las cuales, dos se encuentran excluidas de la ley citada pero están en situación de ser beneficiarios eventuales de un indulto particular, en virtud de la atribución del Presidente de la República para otorgar dicha gracia.  Respecto de quienes han sido condenados a presidio perpetuo, en virtud de la ley Nº 18.314, los autores de la Moción consideran que es inviable una ley de indulto general, atendido el quórum constitucional.


Postula la iniciativa de ley que el problema descrito se solucionaría si se permitiera que los condenados a presidio perpetuo por la comisión de delitos previstos en la ley Nº 18.314, entre el 1 de enero de 1989 y el 1 de enero de 1998, una vez que hayan cumplido diez años de presidio efectivo, estén legitimados para obtener el beneficio de la libertad condicional.  Lo anterior, se reconoce, requiere modificar el decreto ley Nº 321 sobre Libertad Condicional.  Enfatiza que el instituto de la libertad condicional debe ser desvinculado del indulto, puesto que aquél es una manera de cumplir la pena en libertad, que favorece al interno condenado cuya buena conducta y comportamiento intachable en el recinto penitenciario, aunado al interés en instruirse y al empeño en adquirir un oficio que le permita ganarse la vida honradamente, demuestran que está corregido y rehabilitado para su reinserción social. 

Argumenta que este beneficio en ningún caso supone conmutación de la pena aplicada, puesto que el cuerpo legal cuya modificación se propone, prescribe que el beneficio durará todo el tiempo que le falte al penado para cumplir su condena, quedando éste sometido durante todo el período a un estricto mecanismo de vigilancia ejercida por la autoridad penitenciaria.  Previene que la posibilidad de acceder al beneficio de la Libertad Condicional, no necesariamente implica su obtención inmediata.


Plantea que la situación de los beneficiados con el indulto de la ley Nº 19.965 no es distinta a la de estas cuatro personas, y especifica la diferencia en el hecho de que los últimos fueron condenados en virtud de la llamada Ley Antiterrorista, circunstancia que refleja asimetría e inexistencia de criterios uniformes de juzgamiento.


Enuncia la Moción diversas cuestiones que implicarían que en los juicios por delitos políticos se hayan vulnerado las garantías del debido proceso, contemplada en el artículo 19 Nº 3º de la Constitución Política y de los tratados internacionales suscritos y ratificados por Chile, entre las cuales mencionan: la aplicación de la Ley antiterrorista que aumenta la penalidad del delito en uno o dos grados, según sea el caso; la consideración de la tentativa como delito consumado; el juzgamiento paralelo, en sede civil y militar; la restricción del recurso de apelación respecto de algunas resoluciones y de la casación en contra de sentencias definitivas.  También, señala: el uso de la tortura para obtener confesiones; la instauración de métodos de delación compensada; el rigor excesivo de las penas aplicadas (presidio perpetuo), y la excesiva dilación de los procesos.



- Oficio de ley del 7 de junio de 2005 con el cual la Honorable Cámara de Diputados la Cámara de Diputados comunica que ha tenido a bien prestar su aprobación a un proyecto de ley de artículo único cuyo objetivo es incorporar en el artículo 3º del decreto ley N° 321, de 1925, un inciso final nuevo del siguiente tenor: 



“A los condenados a presidio perpetuo por delitos contemplados en la ley Nº 18.314, que fija la penalidad por conductas terroristas y, además condenados por delitos sancionados en otros cuerpos legales, se les podrá conceder el beneficio de la libertad condicional, una vez cumplidos 10 años de pena, siempre que los hechos punibles hayan ocurrido entre el 1 de enero de 1989 y el 1 de enero de 1998, y los condenados suscriban en forma previa una declaración que contenga una renuncia inequívoca al uso de la violencia.”.

----------

DISCUSIÓN EN GENERAL 


En forma previa al debate en general del proyecto, la Comisión escuchó los planteamientos de los invitados.


El señor Subsecretario del Interior don Jorge Correa Sutil hizo notar que el proyecto de ley en examen, se explica por el interés de cubrir casos que quedaron al margen de la ley Nº 19.965, durante su trámite en el Senado.  Evocó que aquella iniciativa se materializó en el otorgamiento del beneficio de indulto a personas que se encontraban en una situación análoga, si no idéntica, a la de quienes ahora se quiere beneficiar. Hizo presente que ya en aquella oportunidad el Ejecutivo manifestó con claridad su acuerdo para que dicha ley fuese aprobada. 

Manifestó que la presente iniciativa persigue un objetivo distinto al que el Congreso entonces aprobó, aunque similar en lo que concierne a la consideración de situaciones humanas, por lo que el Ejecutivo tiene una disposición favorable a que la misma pueda ser aprobada en general, sin perjuicio de estudiar, si fuere necesario, algunas modificaciones en particular, para delimitar exactamente su alcance, puesto que su única finalidad es que la libertad condicional pueda ser concedida a las personas que hubiesen sido sancionadas por la ley Nº 18.314, que determina conductas terroristas y fija su penalidad, en las condiciones que el proyecto señala, sin dar lugar, en caso alguno, a que una expresión demasiado amplia pudiera beneficiar, en caso de ser aprobada en esos términos, a un conjunto de personas probablemente ajena a la voluntad que tuvo la Cámara de Diputados al prestarle su aprobación. 

El Vicario de la Pastoral Social de la Iglesia Católica, Monseñor Alfonso Baeza, expuso su plena concordancia con la iniciativa despachada por la Cámara de Diputados y exhortó a la Comisión a que escuchara los planteamientos del abogado don Alberto Espinosa.  Éste puntualizó que el proyecto de ley aprobado por la Cámara de Diputados se inspira en principios humanitarios, en orden a resolver una situación que, como lo afirmó el señor Subsecretario, quedó pendiente, luego de haberse aprobado una ley de indulto en beneficio de personas que incurrieron en actos ilícitos por una  motivación política.

Se trata, puntualizó el señor Espinosa, de la situación de cuatro personas que, por razones de técnica legislativa, no resultaron beneficiadas con la ley de indulto, y en vías de encontrar un mecanismo de solución que permita ponerle término al prolongado período de prisión al que han estado sujetas las personas aludidas, diversos señores Diputados presentaron esta iniciativa de ley que, desde un punto de vista constitucional, es de naturaleza diferente, ya que sólo consiste en una modificación al régimen legal de libertad condicional, que le permitirá a las personas que se encuentren en la situación prevista por el artículo único del proyecto a optar a aquel beneficio, que es una modalidad de cumplimiento de la pena impuesta en un régimen de libertad limitada, sin introducir modificaciones en su situación penal de fondo ya que mantienen su calidad de condenados por delito terrorista y accederán a esta modalidad de cumplimiento en la medida que la comisión que establece la ley se pronuncie favorablemente a la solicitud en dicho sentido. 

Concordó, en cuanto al ámbito de eficacia de la ley, con la observación del señor Subsecretario, y expuso que en la práctica se ha optado por una técnica de redacción similar a la que se utilizó en la ley Nº 19.965, esto es, comprender a personas en la medida que hayan sido condenadas a la pena de presidio perpetuo por un delito terrorista y, además, tengan otras condenas.  Hizo presente que uno de los problemas que se advirtió respecto de estas personas que incurrieron en actos de violencia política es que aparecen condenadas por otros ilícitos, tales como delitos previstos en la Ley de Control de Armas, el Código Penal o el Código de Justicia Militar. Lo concreto, previno, es que el núcleo central que motiva el otorgamiento del beneficio se circunscribe única y exclusivamente a las personas condenadas a presidio perpetuo por delito terrorista; la intencionalidad es que no se haga extensiva a otras personas; la expresión “además”, particularizó, concuerda con esta finalidad, pues se trata que no sólo estén condenadas por delitos especificados en aquella ley sino que, también, lo han sido por otros ilícitos.  

Estimó que la iniciativa repara, en la práctica, una situación de injusticia porque las cuatro personas privadas de libertad participaron en los mismos actos que los beneficiados con el indulto y pertenecían a las mismas organizaciones políticas que operaron en los primeros años de la época de la democracia, sin embargo, por razones legislativas salieron en libertad sólo éstos.  Como resultado de lo anterior, apuntó, salieron en libertad los jefes y las personas que aparecían comprometidas en delitos de igual o de mayor gravedad, pero que por razones de procesamiento y de sentencia no fueron condenados por delitos terroristas sino a un título distinto, a pesar de que había entre ellos condenados, también, a presidio perpetuo.

Enfatizó que, en consecuencia, el fundamento que sirvió para aprobar el proyecto de ley de indulto se aplica íntegramente en estos casos: juzgamiento por la justicia militar, aplicación de un sistema de reclusión cárcel de alta seguridad, dobles procesamientos.  Precisó que si bien son seis las personas que quedaron al margen de la ley Nº 19.965, en dos casos la exclusión se debe a que no habían sido condenadas por ninguno de los tipos que constituyen el núcleo para el otorgamiento del beneficio de indulto, es decir, no estaban condenados ni por pertenencia o participación en grupo de combate armado, ni por ningún tipo de asociación ilícita que pudiera vincularlos a estas organizaciones. Por consiguiente, no fue posible extender aquel beneficio a quienes estaban condenados por robo ya que, si así se hiciera se ampliaría el mismo a los condenados por delitos comunes.  Estimó que a este respecto, existe la convicción razonable de que  podrá prosperar el indulto particular.  Adujo, por último, que les inquieta la situación de las personas en huelga de hambre, pues su estado de salud está muy deteriorado.

En representación del Colectivo por la Libertad de los Presos Políticos, la señora Verónica Ruiz señaló que su interés en el proyecto de ley en debate se relaciona con el conocimiento de la historia de las personas actualmente en huelga de hambre y con las condiciones en que han permanecido recluidos tras detenciones practicadas en conformidad a leyes especiales, con largas incomunicaciones y restricciones al derecho de visitas, lo que les ha llevado a asumir una forma de manifestación tan extrema como la que actualmente desarrollan. 

Al concluir las exposiciones de los invitados, el Honorable Senador señor Zurita, en su carácter de abogado y de legislador, manifestó su inquietud por constituir la iniciativa, a su juicio, una ley personalísima, bajo el epígrafe de modificación del decreto ley que otorga la Libertad Condicional y, con el objeto de evitar posibles discriminaciones, sugirió modificar la redacción en el siguiente sentido:  “A los condenados a presidio perpetuo por delitos en la ley Nº 18.314, que fija la penalidad por conductas terroristas  o por delitos sancionados en otros cuerpos legales se les podrá conceder la libertad condicional”, eliminando con ello la fecha en que ocurrieron los hechos punibles y, de esa manera, ampliar su universo a fin de que una vez aprobada comprenda los delitos cometidos con  posterioridad a 1998. 

El Honorable Senador señor Moreno consultó acerca de la naturaleza de los delitos cometidos por las personas que serían beneficiadas con el proyecto y, agregó, que en la Cámara de Diputados un señor parlamentario hizo cuestión del quórum necesario para la aprobación de la norma, y solicitó antecedentes para establecer con precisión cuál sería el criterio.

Por su parte, el Honorable Senador señor Naranjo, manifestó su acuerdo con las consideraciones que determinaron la presentación de la moción en informe, contenidas en los fundamentos de la misma.


- En virtud de los antecedentes entregados y de las consideraciones expuestas precedentemente, vuestra Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Silva Cimma (Presidente), Moreno (Valdés), Naranjo y Zurita, aprobó en general, la iniciativa legal en estudio.
----------

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


El proyecto de ley en informe consta de un artículo único, que como se señalara, incorpora en el artículo 3º del decreto ley Nº 321, de 1925, sobre Libertad Condicional, un incisos final que concede el dicho beneficio a las personas condenadas a presidio perpetuo por delitos contemplados en la ley Nº 18.314, que fija la penalidad por conductas terroristas, y que, además, lo hayan sido por delitos sancionados en otros cuerpos legales, una vez que hayan cumplido 10 años de la pena impuesta, siempre que los hechos punibles hayan ocurrido entre el 1 de enero de 1989 y el 1 de enero de 1998, y que dichas personas hayan suscrito en forma previa una declaración que contenga una renuncia inequívoca al uso de la violencia.


Al inicio de la discusión particular y absolviendo las inquietudes planteadas por los miembros de la Comisión durante la discusión general, el señor Subsecretario del Interior informó que las personas a quienes se les aplicaría la ley propuesta han cometido delitos tipificados en la Ley de Conductas Terroristas, y por los cuales se les condenó a penas de presidio perpetuo, más otros delitos sancionados en cuerpos legales distintos.

Por otra parte, propuso, a fin de evitar interpretaciones erróneas, intercalar, entre las expresiones “terroristas” y “condenados”, la frase siguiente;  “hayan o no sido además”, con el objetivo de precisar de mejor forma su sentido y alcance.

Al respecto, la mayoría de los miembros de la Comisión fue partidaria de no innovar en la materia, argumentando que era innecesario y que, además, implicaría un tercer trámite lo cual dilataría su aprobación.  No obstante coincidieron en la necesidad de dejar constancia para efectos de la historia fidedigna del establecimiento de la ley, que la inteligencia o sentido natural de esta norma es que incluye sólo a las personas que están condenadas por delitos terroristas y además por otros delitos, y que no es la intención conceder el derecho a solicitar la libertad condicional a los condenados sólo por otros delitos y no por aquellos sancionados en la legislación que castiga las conductas terroristas.


A su turno, el Honorable Senador señor Zurita reiteró lo manifestado con ocasión de la discusión general de la iniciativa, en el sentido de que no obstante concurrir con su voto favorable a la idea de legislar sobre la materia, no satisface a su convicción jurídica la forma de redacción utilizada, pues la reduce a una norma de alcance restrictivo que, a su juicio, no tiene justificación.  


Previno que es partidario de un texto de mayor alcance, en un sentido acorde con una modificación completa al decreto ley de Libertad Condicional, que establezca que se podrá conceder el referido beneficio, una vez cumplidos 10 años de pena, a todos los condenados a penas de presidio perpetuo por delitos contemplados en la ley Nº 18.314, que fija la penalidad por conductas terroristas o por delitos sancionados en otros cuerpos legales, y no sólo a cuatro personas, es decir, acotó, una ley para todos los chilenos. 


Por su parte, el Honorable Senador señor Chadwick manifestó su voluntad de votar en contra del proyecto, e hizo presente que, desde su punto de vista, el artículo único del mismo, por tratarse de una norma que habilita específica y exclusivamente a las personas condenadas por delitos constitutivos de conductas terroristas para obtener el beneficio de la libertad condicional, queda comprendida dentro de la especialidad de la ley Nº 18.314, y,  requiere para su aprobación de quórum especial; caso distinto sería si se tratara de una ley de carácter amplio cuya finalidad fuera modificar el requisito para el otorgamiento de libertad condicional, pues, en esa hipótesis, obviamente no se exigiría de una mayoría especial para convertirse en ley.

Por el contrario, los Honorables Senadores señores Naranjo, Silva Cimma y Valdés manifestaron su voluntad conteste en orden a concurrir a la aprobación en particular de la disposición.  Del mismo modo, coincidieron en que la iniciativa en estudio no requiere quórum calificado para su aprobación, no se trata de ley de indulto ya que, desde el establecimiento de la libertad condicional, en 1925, este instituto penal tiene por finalidad posibilitar una forma de cumplimiento de la pena que está destinada a servir de medio de prueba de la rehabilitación de los internos en recintos penales.  A mayor abundamiento, consideran que, a diferencia del indulto que extingue la responsabilidad penal, se trata de un beneficio de índole administrativo que importa una mutación en el régimen de cumplimiento de la pena desde una situación de privación efectiva de la libertad a otro estadio en que la pena se cumple en una condición de libertad sujeta a importantes restricciones, y para cuya concesión es necesario que la comisión que establece el decreto ley Nº 321, integrada por jueces y funcionarios de Gendarmería, acepten la solicitud, por lo que no opera en forma automática ni de manera universal, y es dicha comisión la que lo acuerda, materializándose su otorgamiento por un acto administrativo causado y fundado.    

Reiteraron su pleno acuerdo en dejar expresa constancia de que la redacción del artículo único del proyecto no implica, bajo concepto o consideración alguna, que el derecho a pedir la libertad condicional pueda favorecer a otras personas que no se encuentren en los supuestos objetivos o no cumplan con los requisitos que establece el inciso final que la Moción aprobada por la Honorable Cámara de Diputados, propone agregar al artículo 3º del decreto ley Nº 321, de 1925.

- Puesto en votación el artículo único del proyecto, fue aprobado por la mayoría de los miembros de la Comisión, con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Silva Cimma, Naranjo, Valdés y Zurita y el voto en contra del Honorable Senador señor Chadwick,

En consecuencia, vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, tiene el honor de proponeros, que aprobéis el proyecto de la Honorable Cámara de Diputados, en los mismos términos que viene formulado, que es del siguiente tenor:

“PROYECTO DE LEY

“Artículo único.- Incorpórase en el artículo 3º del decreto ley N° 321, de 1925, el siguiente inciso final nuevo: 



“A los condenados a presidio perpetuo por delitos contemplados en la ley Nº 18.314, que fija la penalidad por conductas terroristas y, además condenados por delitos sancionados en otros cuerpos legales, se les podrá conceder el beneficio de la libertad condicional, una vez cumplidos 10 años de pena, siempre que los hechos punibles hayan ocurrido entre el 1 de enero de 1989 y el 1 de enero de 1998, y los condenados suscriban en forma previa una declaración que contenga una renuncia inequívoca al uso de la violencia.”.”.

----------


Acordado en sesiones celebrada los días 22 de junio y 5 de julio de 2.005, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Enrique Silva Cimma (Presidente), Andrés Chadwick Piñera, Jaime Naranjo Ortiz, Gabriel Valdés Subercaseaux (Rafael Moreno Rojas) y Enrique Zurita Camps.

Sala de la Comisión, a 6 de julio de 2.005.

(Fdo.): XIMENA BELMAR STEGMANN

                                                               Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY D ELA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL D.L. Nº 321, DE 1925, SOBRE LIBERTAD CONDICIONAL

(3854-17)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar acerca del proyecto de la referencia, iniciado en moción de los Honorables Diputados señoras María Antonieta Saa y Carolina Tohá, y señores Sergio Aguiló, Gabriel Ascencio, Juan Bustos, Guido Girardi, Juan Pablo Letelier, Edgardo Riveros, Fulvio Rossi y Esteban Valenzuela.


Con fecha 5 de julio del presente año, el Presidente de la República hizo presente la urgencia a esta iniciativa con carácter de “suma”, en todos sus trámites constitucionales.


A las sesiones en que vuestra Comisión analizó el proyecto en informe, asistieron el Ministro y el Subsecretario de Interior, señores Francisco Vidal Salinas y Jorge Correa Sutil y la señora Antonia Urrejola Noguera, abogada asesora de este último.

Esta Comisión hace suya la recomendación de la de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, en el sentido de proponer al Senado discutir la iniciativa en general y en particular a la vez, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo previsto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación.

- - - - - - - -

OBJETIVOS FUNDAMENTALES Y ESTRUCTURA DEL PROYECTO


Al tenor de la moción que le da origen, esta iniciativa de ley tiene por objetivo facilitar la obtención del beneficio de libertad condicional a las personas condenadas a presidio perpetuo por delitos contemplados en la ley Nº 18.314
 y que , además, hayan sido condenadas por delitos sancionados en otros cuerpos legales, una vez que hayan cumplido 10 años de la pena impuesta, siempre que los hechos punibles hayan ocurrido entre el 1 de enero de 1989 y el 1 de enero de 1998, y que dichas personas suscriban en forma previa una declaración que contenga una renuncia inequívoca al uso de la violencia.




El proyecto consta de un artículo permanente único, que agrega un inciso final, nuevo, en el artículo 3° del decreto ley N° 321, de 1925.

- - - - - -

ANTECEDENTES DE DERECHO


1.- Constitución Política de la República.


El artículo 9º, relativo a las conductas terroristas y su penalidad.

El N° 16) del artículo 60, sobre indultos generales y amnistías.

2.- Ley Nº 18.314, de 17 de mayo de 1984, que determina las conductas terroristas y fija su penalidad.

3.- Decreto ley Nº 321, de 1925, sobre libertad condicional.

4.- Código Penal, Libro I, Título III “De las penas”, epígrafe 3 “De los límites, naturales y efectos de las penas”.

5.- Ley Nº 19.965, de 25 de agosto de 2004, que concede beneficios a personas condenadas por los delitos que indica.

- - - - - -

DISCUSION Y APROBACION EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El señor Subsecretario del Interior, don Jorge Correa, explicó que el propósito que anima a quienes impulsan esta iniciativa de ley es subsanar un error cometido por inadvertencia en la moción que dio origen a la ley N° 19.965, que concedió algunos beneficios a las personas condenadas por diversos delitos, cometidos entre el 1 de enero de 1989 y el 1 de enero de 1998. En esa iniciativa se omitió aludir a los delitos constitutivos de conducta terrorista y se hizo mención de uno solo de ellos, el de asociación ilícita terrorista, lo cual generó una inequidad en el trato dado a individuos que incurrieron en unas mismas conductas jurídicamente reprochables.


Informó que, en virtud de la aplicación de la citada ley N° 19.965, se beneficiaron 33 personas y no pudieron acogerse a ella otras 6, no obstante que todas ellas delinquieron por móviles políticos.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo expresó que este proyecto de ley constituye un gesto de clemencia hacia personas que cumplen condena de por vida, sin por ello perder de vista que los delitos que cometieron son abominables. La iniciativa se inserta en una política de pacificación de los ánimos para una mejor convivencia social, añadió y se inscribe en un marco de connotaciones jurídicas, políticas y morales muy complejo.


Manifestó que, además, el proyecto procura paliar una injusticia, cual es que las personas condenadas a presidio perpetuo calificado incurrieron en conductas menos reprochables que los cabecillas de los grupos de que formaban parte y, sin embargo, éstos se vieron favorecidos por la aplicación de sanciones menos rigurosas, sea porque dispusieron de una mejor defensa y no se les juzgó por figuras tipificadas en la ley N° 18.314, sea porque les favoreció la circunstancia de que los distintos tribunales intervinientes sustentaran diferentes criterios en el juzgamiento o simplemente incurrieron en errores en la tramitación de las causas.


Concluyó señalando que la norma que se propone debería ser aprobada como artículo transitorio y no permanente.


El Honorable Senador señor Zurita dijo que el proyecto envuelve en realidad un indulto particular. Para salvar este inconveniente, y otros que se han manifestado en el debate forense, recomendó dar a la norma una redacción que haga generales y permanentes sus efectos, tal como la que adelantó con ocasión del debate de este proyecto en la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía
. Reservó su facultad de formular la indicación respectiva durante la discusión en la sala.


El Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, replicó que el proyecto otorga el beneficio de la libertad condicional, que no es un indulto sino una forma particular de cumplir la condena en libertad, al tenor del inciso segundo del artículo 1° del decreto ley N° 321, de 1925. Tanto es así, argumentó, que si se vulneran los requisitos y condiciones en que se concede el beneficio, éste es revocado y el condenado debe cumplir el tiempo de privación de libertad que le falte para cumplir la pena impuesta.


Hizo presente que con anterioridad han habido otros intentos de remediar la discriminación que produjo la ley N° 19.965, los que suscitaron la oposición de la Corte Suprema, por los efectos que una ampliación del recurso de nulidad podría tener en otros procesos, o bien exigían una reforma constitucional, en el caso de los indultos particulares.


La fórmula que aborda esta iniciativa legal, señaló, es legítima y viable. No es indulto porque no se elimina la pena, sino que se cumple, ni es amnistía, porque no se perdona el delito.


El Honorable Senador señor Chadwick expresó que el proyecto envuelve una triquiñuela legal para eludir el elevado quórum que exige el segundo párrafo del N° 16) del artículo 60 de la Constitución Política de la República para los indultos generales y las amnistías que se refieran a delitos terroristas. La voluntad del constituyente fue que en esos casos coincidiera la voluntad de una mayoría muy sustancial del Congreso Nacional.


Por otra parte, agregó, el proyecto vulnera la garantía constitucional de igualdad ante la ley, por cuanto otorga en forma personalizada el beneficio de la libertad condicional, concebido en nuestro ordenamiento jurídico como un instituto general y permanente. La prueba de ello, dijo, es que no gozarían del mismo beneficio las personas condenadas por delitos comunes a presidio perpetuo calificado.


El proyecto concede a los autores de delitos terroristas privilegios especialísimos, a un punto tal que equivale a derogar la ley N° 18.314.


Finalmente, manifestó que el proyecto tiene un efecto que no ha sido evaluado, cual es la posibilidad de que en el futuro otros delincuentes terroristas invoquen esta norma, en aplicación del principio pro-reo.


Los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina solicitaron al Ejecutivo dar a conocer un listado de los delitos cometidos por las personas que se procura beneficiar con esta iniciativa, con expresión de la individualización de sus víctimas. El señor Subsecretario proporcionó los antecedentes pertinentes, en un documento que ha quedado agregado al expediente.


El Honorable Senador señor Espina planteó dudas relativas a la constitucionalidad del proyecto, porque advierte que rompe el principio de igualdad ante la ley y elude los resguardos constitucionales establecidos para indultar a delincuentes terroristas. Puntualizó que el proyecto encubre en verdad un indulto, pero no para una categoría de personas o de delitos, sino para individuos determinados, por ilícitos específicos y, además, la Carta Fundamental impone, en el N° 16) del artículo 60, mayores exigencias para condonar la sanción de esos ilícitos.


Sin embargo, por no estar definitivamente convencido del punto, sometió a la decisión de la Comisión la cuestión de constitucionalidad.


El señor Subsecretario del Interior argumentó que el proyecto no contiene nada contrario a la Constitución. En efecto, explicó, la Ley Suprema protege con quórum elevados la definición de las conductas terroristas y de sus penas, la amnistía y el indulto general de esos delitos y nada de eso hace este proyecto. Lo que se ha planteado es otorgar un beneficio carcelario, que no tiene las mismas restricciones.


El Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, manifestó que no existe inconstitucionalidad en la normativa propuesta, ya que no se trata de indultar sino de modificar las reglas relativas al modo de cumplir penas privativas de libertad.


Agregó que, cuando se levantan cuestiones de constitucionalidad respecto de un texto ya aprobado por una de las cámaras colegisladoras, los precedentes uniformemente observados por el Senado, que le correspondió aplicar en numerosas ocasiones cuando se desempeñó en la presidencia de la Cámara Alta, determinan el rechazo del proyecto o disposición cuestionados, por ser contrarios a la Constitución, mas no la declaración de inconstitucionalidad.


Pero a favor de esta tesis se puede invocar, además de los precedentes, el texto de los artículos 66 y siguientes de la Constitución Política de la República y los artículos 15 y siguientes de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional. De todos ellos se desprende inequívocamente que cada asamblea legislativa tiene sólo las atribuciones de aprobar, rechazar y modificar los proyectos despachados por la otra, y que la facultad de declarar la inadmisibilidad por inconstitucionalidad de un proyecto o de una indicación está referida a las iniciativas propuestas en la respectiva cámara, no en la otra.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo refrendó la argumentación anterior, y señaló que su experiencia como Presidente de la Cámara de Diputados es plenamente concordante con lo expuesto por el Honorable Senador señor Zaldívar.


- Puesta en votación la inadmisibilidad por inconstitucionalidad del proyecto en informe, se lo declaró constitucional por mayoría de tres votos contra dos. Votaron por la primera opción, esto es, por la constitucionalidad, los Honorables Senadores señores Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés y Zurita. Lo hicieron en el sentido opuesto los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina.


- Acto seguido, se votó la idea de legislar, la que fue aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés y Zurita y dos en contra, emitidos por los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina.


- A continuación se procedió a votar en particular la iniciativa, resultando aprobado su artículo único con la misma votación anterior, sin modificaciones.


El Honorable Senador señor Zurita reiteró su prevención y reserva en orden a proponer en la sala una indicación que corrija los inconvenientes que advierte en la redacción del precepto aprobado.

- - - - - -

TEXTO DEL PROYECTO APROBADO EN GENERAL Y EN PARTICULAR


Se consigna a continuación el texto del proyecto cuya aprobación en general y en particular propone la Comisión:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Incorpórase en el artículo 3º del decreto ley N° 321, de 1925, el siguiente inciso final nuevo: 



“A los condenados a presidio perpetuo por delitos contemplados en la ley Nº 18.314, que fija la penalidad por conductas terroristas y, además condenados por delitos sancionados en otros cuerpos legales, se les podrá conceder el beneficio de la libertad condicional, una vez cumplidos 10 años de pena, siempre que los hechos punibles hayan ocurrido entre el 1 de enero de 1989 y el 1 de enero de 1998, y los condenados suscriban en forma previa una declaración que contenga una renuncia inequívoca al uso de la violencia.”.”.

- - - - - -


Acordado en sesiones celebradas el día 6 de julio de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero, (Presidente), Andrés Chadwick Piñera, José Antonio Viera-Gallo Quesney (Jaime Gazmuri Mujica), Andrés Zaldívar Larraín y Enrique Zurita Camps.


Valparaíso, 11 de julio de 2005.

(Fdo.): FERNANDO SOFFIA CONTRERAS

Secretario
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INFORME D ELA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA COMPOSICIÓN Y ATRIBUCIONES DEL CONGRESO NACIONAL, LA APROBACIÓN DE TRATADOS INTERNACIONALES, LA INTEGRACIÓN Y FUNCIONES DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL Y OTRAS MATERIAS QUE INDICA 

(2526-07 y 2534-07)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, tiene el honor de informaros acerca del proyecto de reforma constitucional de la referencia, que se encuentra en tercer trámite constitucional en el Senado.


A las sesiones en que se estudió el proyecto asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señores Boeninger y Larraín. 


Concurrieron, asimismo, el señor Ministro del Interior, don Francisco Vidal; el Subsecretario del Interior, don Jorge Correa; el Jefe de la División Jurídica de esa Secretaría de Estado, don Gonzalo García, y el asesor de la misma Cartera, don Alexis Yánez.

Las votaciones mediante las cuales se adoptaron los acuerdos de vuestra Comisión en este trámite, se consignan en la parte final del presente informe.


Es dable hacer presente que, en mérito de lo dispuesto en el artículo 116 de la Carta Fundamental, los numerales 1; 3; 8 (que pasó a ser 10); 9; 37 (que pasó a ser 42); 38 (que pasó a ser 43); 39 (que pasó a ser 44); 42 (que pasó a ser 47); 43 (que pasó a ser 48); 44 (que pasó a ser 49); 46; 53, nuevo, en lo concerniente a la derogación de las disposiciones transitorias cuarta, novena, décima, vigesimaprimera, vigesimasegunda, vigesimaquinta y cuadragesima; y 48 (que pasó a ser 54), en lo referente a las disposiciones transitorias nuevas cuadragesimacuarta, cuadragesimaquinta, incisos segundo y tercero, cuadragesimasexta, cuadragesimaseptima y cuadragesimanovena, requieren, para ser aprobados, del voto favorable de las dos terceras partes de los señores Senadores en ejercicio.


Por su parte, la sustitución del encabezado del artículo único (que pasó a ser artículo 1°); los numerales 4; 5; 7,nuevo; 12 (que pasó a ser 13); 13 (que pasó a ser 14); 15, nuevo; 14 (que pasó a ser 16); 19 (que pasó a ser 21); 22, nuevo; 20 (que pasó a ser 23); 21 (que pasó a ser 24); 22 (que pasó a ser 25); 23 (que pasó a ser 26); 24 (que pasó a ser 27); 25 (que pasó a ser 28); 26 (que pasó a ser 29); 28 (que pasó a ser 31); 32 (que pasó a ser 36); 39 y 40, nuevos; 40 (que pasó a ser 45); 52, nuevo; 53, nuevo, en lo concerniente a la derogación de las disposiciones transitorias undécima, decimosegunda, decimotercera, decimocuarta, decimoquinta, decimosexta, decimoseptima, decimoctava, decimonovena, vigesima, vigesimatercera, vigesimacuarta, vigesimasexta, vigesimaseptima, vigesimaoctava, vigesimanovena, trigesima, trigesimasegunda, trigesimatercera, trigesimacuarta y trigesimaquinta; 48, (que pasó a ser 54), en lo referente a las disposiciones transitorias nuevas cuadragesimaprimera, cuadragesimasegunda, cuadragesimatercera, cuadragesimaquinta, inciso primero, y cuadragesimaoctava; y el artículo 2°, nuevo, deben serlo con el voto favorable de las tres quintas partes de los mismos señores Senadores.


A continuación, siguiendo el orden del articulado del proyecto, se efectúa una relación de las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados al texto aprobado por el Senado en primer trámite constitucional, así como de los acuerdos adoptados por vuestra Comisión en cada caso.

 - - - 


En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados introdujo las siguientes modificaciones al texto aprobado por el Senado en primer trámite:

Artículo único


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó como encabezado del mismo, el siguiente: 


“Artículo único. Introdúcense las siguientes modificaciones a la Constitución Política de la República:”


En el segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados sustituyó la expresión “Artículo único” por “Artículo 1°”.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, aprobó la referida enmienda.

Número 1


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó como tal el siguiente:


1. Sustitúyese el artículo 3.º, por el siguiente:





“Artículo 3.º El Estado de Chile es unitario.





La administración del Estado será funcional y territorialmente descentralizada, o desconcentrada en su caso, de conformidad a la ley.





Los órganos del Estado promoverán la regionalización del país y el desarrollo equitativo entre las regiones, provincias y comunas en que se divide el territorio nacional.”.


En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados sustituyó el inciso tercero del artículo 3°, por el siguiente:


“Los órganos del Estado promoverán el fortalecimiento de la regionalización del país y el desarrollo equitativo y solidario entre las regiones, provincias y comunas del territorio nacional.”.

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, aprobó la referida enmienda.

Número 3


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó como tal el siguiente:


3. Incorpórase el siguiente artículo 8.º, nuevo:





“Artículo 8.º El ejercicio de las funciones públicas obliga a sus titulares a dar estricto cumplimiento al principio de probidad en todas sus actuaciones.





Son públicos los actos y resoluciones de los órganos del Estado, así como sus fundamentos y los procedimientos que utilicen. Sin embargo, la ley podrá establecer la reserva o secreto de aquéllos o de éstos, cuando se afectare el debido cumplimiento de las funciones de dichos órganos, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional.”.


En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados sustituyó el inciso segundo del artículo 8° propuesto, por el siguiente:


“Son públicos los actos y resoluciones de los órganos del Estado, así como sus fundamentos y los procedimientos que utilicen. Sin embargo, sólo una ley de quórum calificado podrá establecer la reserva o secreto de aquéllos o de éstos, cuando la publicidad afectare el debido cumplimiento de las funciones de dichos órganos, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional.”.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, aprobó la referida enmienda.

Número 4


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó como tal el siguiente:


“4. Modifícase el artículo 10, de la siguiente forma:





a) Elimínase, en el número 2.º, la frase “quienes se considerarán para todos los efectos como nacidos en el territorio chileno” y la coma (,) que la precede;





b) Sustitúyese el número 3.º, por el siguiente:





“3.º Los hijos de padre o madre chilenos, nacidos en territorio extranjero;”, y





c) Reemplázase el párrafo primero del número 4.º, por el siguiente:





“4.º Los extranjeros que obtuvieren carta de nacionalización en conformidad a la ley.”.”.


En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados introdujo las siguientes enmiendas a este número:

Letra a)





La sustituyó por la siguiente:





“a) Elimínase el número 2º.”.

Letra b)





La reemplazó por la siguiente:





“b) Sustitúyese el número 3º, por el siguiente:





“3º Los hijos de padre o madre chilenos, nacidos en territorio extranjero. Con todo, se requerirá que alguno de sus ascendientes en línea recta de primero o segundo grado, haya adquirido la nacionalidad chilena en virtud de lo establecido en los números 1º, 4º ó 5º;”.

Letra c)





La sustituyó por la siguiente:





c) Reemplázase el número 4 por el siguiente:





“4º. Los extranjeros que obtuvieren carta de nacionalización en conformidad a la ley.”.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, aprobó las referidas enmiendas.

Número 5


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó como tal el siguiente:


“5. Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 11:





a) Sustitúyese el número 1.º, por el siguiente:





“1.º Por renuncia voluntaria manifestada ante autoridad competente. Esta renuncia sólo producirá efectos si la persona, previamente, se ha nacionalizado en país extranjero;”, y





b) Derógase el número 3.º.”


En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados intercaló en la letra a), entre las palabras “autoridad” y “competente”, la voz “chilena”.”.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, aprobó la referida enmienda.

- - -

Números 7 y 8, nuevos


En segundo trámite, la Cámara de Diputados consultó los siguientes números 7 y 8, nuevos:


“7.- Agrégase el siguiente inciso segundo en el  artículo 14:





“Los nacionalizados en conformidad al Nº 4º del artículo 10, tendrán opción a cargos públicos de elección popular sólo después de cinco años de estar en posesión de sus cartas de nacionalización.”.





8.- Sustitúyese en el Nº 2º del artículo 16 la expresión “procesada” por las siguientes: “sujeta a prisión preventiva”.”.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, aprobó el nuevo numeral 7 y desechó el nuevo numeral 8 propuesto por la Cámara de Diputados.

- - -

Número 7


Ha pasado a ser número 9, sin modificaciones.

Número 8


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó como tal el siguiente:


“8. Derógase el párrafo segundo del número 4.º del artículo 19.”.


En segundo trámite constitucional, este número 8 pasó a ser número 10, sustituido por el siguiente:




“10.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 19:





a) Sustitúyese el párrafo cuarto del número 3º por el siguiente:





“Nadie podrá ser juzgado por comisiones especiales , sino por el tribunal que señalare la ley y que se hallare establecido por ésta con anterioridad a la perpetración del hecho.”.





b) Sustitúyese  el párrafo segundo del número 4º por los siguientes:





“La ley establecerá un sistema integral y efectivo de protección de estos derechos.





Dicha ley podrá establecer la responsabilidad solidaria de los dueños de los medios de comunicación por las indemnizaciones que procedan.”.





c) Modifícase el número 7º en el siguiente sentido:





1.- Sustitúyese la letra e) por la siguiente:





“e) La libertad del imputado procederá a menos que la detención o prisión preventiva sea considerada por el juez como necesaria para las investigaciones o para la seguridad del ofendido o de la sociedad. La ley establecerá los requisitos y modalidades para obtenerla.





La apelación de la resolución que se pronuncie sobre la libertad del imputado por los delitos a que se refiere el artículo 9º, será conocida por el tribunal superior que corresponda integrado exclusivamente por miembros  titulares. La resolución que la apruebe u otorgue requerirá ser acordada por unanimidad. Mientras dure la libertad, el imputado quedará siempre sometido a las medidas de vigilancia de la autoridad que la ley contemple.”.





2.- Reemplázase en la letra f)  la expresión “inculpado” por las siguientes: “imputado o acusado”.





3.- Sustitúyese en la letra i) la frase “el que hubiere sido sometido a proceso” por la siguiente: “el que hubiere sido privado de libertad, acusado”.”.


En relación con estas enmiendas, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, adoptó los siguientes acuerdos:


a) Votar en forma dividida la letra b), de modo de aprobar únicamente el primero de los párrafos propuestos;


b) Votar en forma dividida el numeral 3 de la letra c), con el fin de rechazarlo, y


c) Aprobar las restantes enmiendas.


Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión solicitó al Ejecutivo considerar en el veto que el Presidente de la República podrá presentar a este proyecto de reforma constitucional, la posibilidad de examinar la terminología utilizada en las enmiendas de los numerales 2 y 3, con el objeto de adecuarla con exactitud a la normativa procesal penal vigente.

Número 9


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó como tal el siguiente:


“9. Agréganse, al final del párrafo cuarto del número 16.º del artículo 19, las siguientes oraciones: “Los colegios profesionales constituidos en conformidad a la ley y que digan relación a tales profesiones, estarán facultados para conocer de las reclamaciones que se interpongan sobre la conducta ética de sus miembros. Contra sus resoluciones podrá apelarse ante la Corte de Apelaciones respectiva. Los profesionales no asociados serán juzgados por los tribunales especiales establecidos en la ley.”.”.


En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó este número 9.

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, desechó el rechazo propuesto por la Cámara de Diputados.

Números 10 y 11


Han pasado a ser números 11 y 12, sin modificaciones.

Número 12


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó como tal el siguiente:


“12. Modifícase el artículo 25, de la siguiente manera:





a) En el inciso primero, reemplázase la frase “haber nacido en el territorio de Chile” por “tener la nacionalidad chilena de acuerdo a lo dispuesto en los números 1.º, 2.º y 3.º del artículo 10”, y





b) En el inciso segundo, reemplázase el vocablo “seis” por “cuatro”.”





En segundo trámite constitucional, este número 12 pasó a ser 13, sustituido por el siguiente:





“13.- Sustitúyense los incisos primero y segundo del artículo 25 por los siguientes:





“Para ser elegido Presidente de la República se requiere tener la nacionalidad chilena de acuerdo a lo dispuesto en los números 1º ó 3º del artículo 10; tener cumplidos treinta y cinco  años de edad y poseer las demás calidades necesarias para ser ciudadano con derecho a sufragio.





El Presidente de la República durará en el ejercicio de sus funciones por el término de cuatro años y no podrá ser reelegido para el período siguiente.”.”.


La Comisión, por tres votos a favor y una abstención, aprobó la referida enmienda. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés. Se abstuvo el Honorable Senador señor Chadwick, quien manifestó que pese a ser partidario de mantener el período presidencial en seis años, se abstuvo en esta votación pues no deseaba obstaculizar el proceso de aprobación de estas reformas.

Número 13


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó como tal el siguiente:





“13. Modifícase el artículo 26, en los siguientes términos:





a) Reemplázase la segunda oración del inciso primero, por la siguiente: “La elección se efectuará conjuntamente con la de parlamentarios, en la forma que determine la ley orgánica constitucional, noventa días antes de aquél en que deba cesar en el cargo el que esté en funciones.”, y





b) Agréganse los siguientes incisos cuarto y quinto, nuevos:





“En caso de muerte de uno o de ambos candidatos a que se refiere el inciso segundo, el Presidente de la República convocará a una nueva elección dentro del plazo de treinta días, contado desde la fecha del deceso. La elección se celebrará el domingo más cercano al nonagésimo día posterior a la convocatoria.





Si expirase el mandato del Presidente de la República en ejercicio antes de la fecha de asunción del Presidente que se elija en conformidad al inciso anterior, se aplicará, en lo pertinente, la norma contenida en el inciso primero del artículo 28.”.





En segundo trámite constitucional, este número 13 pasó a ser 14, sustituyéndose su letra a), por la siguiente:





“a) Sustitúyese en el inciso primero la oración que sigue al punto seguido (.) por la que se indica:





“La elección se efectuará conjuntamente con la de parlamentarios, en la forma que determine la ley orgánica constitucional respectiva, noventa días antes de aquél en que deba cesar en el cargo el que esté en funciones.”, y”.”.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, aprobó la referida enmienda.

- - -

Número 15, nuevo


En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados incorporó como tal el siguiente:


“15.- Sustitúyese el inciso primero del artículo 28 por el siguiente:





“Artículo 28.- Si el Presidente electo se hallare impedido para tomar posesión del cargo, asumirá, mientras tanto, con el título de Vicepresidente de la República, el Presidente del Senado; a falta de éste, el Presidente de la Cámara de Diputados, y a falta de éste, el Presidente de la Corte Suprema.”.”.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, aprobó la referida enmienda.

- - -

Número 14


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó como tal el siguiente:


“14. Sustitúyese el artículo 29, por el siguiente:





“Artículo 29. Si por impedimento temporal, sea por enfermedad, ausencia del territorio u otro grave motivo, el Presidente de la República no pudiere ejercer su cargo, le subrogará, con el título de Vicepresidente de la República, el Ministro titular a quien corresponda de acuerdo con el orden de precedencia legal. A falta de éste, la subrogación corresponderá al Ministro titular que siga en ese orden de precedencia y, a falta de todos ellos, le subrogarán sucesivamente el Presidente del Senado, el Presidente de la Corte Suprema y el Presidente de la Cámara de Diputados.





En caso de vacancia del cargo de Presidente de la República, se producirá la subrogación como en las situaciones del inciso anterior, y se procederá a elegir sucesor en conformidad a las reglas de los incisos siguientes.





Si la vacancia se produjere faltando menos de dos años para la próxima elección presidencial, el Presidente será elegido por el Congreso Pleno por la mayoría absoluta de los senadores y diputados en ejercicio. La elección por el Congreso será hecha dentro de los diez días siguientes a la fecha de la vacancia y el elegido asumirá su cargo dentro de los treinta días siguientes.





Si la vacancia se produjere faltando dos años o más para la próxima elección presidencial, el Vicepresidente, dentro de los diez primeros días de su mandato, convocará a los ciudadanos a elección presidencial para el sexagésimo día después de la convocatoria. El Presidente que resulte elegido asumirá su cargo el décimo día después de su proclamación.





El Presidente elegido conforme a alguno de los incisos precedentes durará en el cargo hasta completar el período que restaba a quien se reemplace y no podrá postular como candidato a la elección presidencial siguiente.”.”.


En segundo trámite constitucional, este número 14 pasó a ser 16, reemplazándose, en el inciso primero del artículo 29 que se sustituye, la oración “el Presidente de la Corte Suprema y el Presidente de la Cámara de Diputados”, por “el Presidente de la Cámara de Diputados y el Presidente de la Corte Suprema”.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, aprobó la referida enmienda.

Números 15, 16, 17 y 18


Han pasado a ser números 17, 18, 19 y 20, sin modificaciones.

Número 19


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó como tal el siguiente:


“19. Reemplázase el artículo 45, por el siguiente:





“Artículo 45. El Senado se compone de miembros elegidos en votación directa por circunscripciones senatoriales, en consideración a las regiones del país. La ley orgánica constitucional respectiva determinará el número de Senadores y la forma de su elección.





Los Senadores durarán ocho años en su cargo y se renovarán alternadamente cada cuatro años, correspondiendo hacerlo en un período a los representantes de las regiones de número impar y en el siguiente a los de las regiones de número par y de la Región Metropolitana.”.”.





En segundo trámite constitucional, este numeral pasó a ser 21,  intercalándose, en el inciso primero del artículo 45 que se reemplaza,  entre  el  término  “Senadores”  y  la conjunción “y”, la expresión ”, las circunscripciones senatoriales”.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, aprobó la referida enmienda.

- - -

Número 22, nuevo


En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados incorporó como tal el siguiente:


“22.- Sustitúyese el artículo 46 por el siguiente:


“Artículo 46.- Para ser elegido senador se requiere ser ciudadano con derecho a sufragio, haber cursado la enseñanza media o equivalente y tener cumplidos treinta y cinco  años de edad el día de la elección.”.”.


La Comisión aprobó la referida enmienda, por tres votos a favor y una abstención. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés. Se abstuvo el Honorable Senador señor Espina.

- - -

Número 20


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó como tal el siguiente:


“20. Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 47:





a) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “de los senadores que corresponda elegir por votación directa” por “de senadores”, y





b) Sustitúyense los incisos tercero y cuarto, por los siguientes cinco incisos, manteniéndose su inciso final:





“Las vacantes de diputados y las de senadores se proveerán por el ciudadano que señale el partido político al que pertenecía el parlamentario que produjo la vacante al momento de ser elegido.





Los parlamentarios elegidos como independientes no serán reemplazados.





Los parlamentarios elegidos como independientes que hubieren postulado integrando lista en conjunto con uno o más partidos políticos, serán reemplazados por el ciudadano que señale el partido indicado por el respectivo parlamentario al momento de presentar su declaración de candidatura.





El reemplazante deberá reunir los requisitos para ser elegido diputado o senador, según el caso.





El nuevo diputado o senador ejercerá sus funciones por el término que faltaba a quien originó la vacante.”.”.





En segundo trámite, este numeral pasó a ser 23, agregando, en su letra b), inciso sexto, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.), el siguiente párrafo: “Con todo, un diputado podrá ser nominado para llenar el puesto de un senador, debiendo aplicarse, en ese caso, las normas de los incisos anteriores para llenar la vacante que deja el diputado, quien al asumir su nuevo cargo cesará en el que detentaba.”.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, aprobó la referida enmienda.

Número 21


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó como tal el siguiente:


“21. Sustitúyese el número 1) del artículo 48, por el siguiente:





“1) Fiscalizar los actos del Gobierno. Para ejercer esta atribución la Cámara puede: 





a) Adoptar acuerdos o sugerir observaciones, con el voto de la mayoría de los diputados presentes, los que se transmitirán por escrito al Presidente de la República, quien deberá dar respuesta por medio del Ministro de Estado que corresponda, dentro de treinta días.





Sin perjuicio de lo anterior, cualquier diputado, con el voto favorable de un tercio de los miembros presentes de la Cámara, podrá solicitar determinados antecedentes al Gobierno. El Presidente de la República contestará por intermedio del Ministro de Estado que corresponda, dentro del mismo plazo señalado en el párrafo anterior.





En ningún caso los acuerdos, observaciones o solicitudes de antecedentes afectarán la responsabilidad política de los Ministros de Estado;





b) Citar a un Ministro de Estado, a petición de  a lo menos un tercio de los diputados en ejercicio, a fin de formularle preguntas en relación con materias vinculadas al ejercicio de su cargo. Con todo, un mismo Ministro no podrá ser citado para este efecto más de tres veces dentro de un año calendario, sin previo acuerdo de los dos tercios de los diputados en ejercicio.





La asistencia del Ministro será obligatoria y deberá responder a las preguntas y consultas que motiven su citación, y





c) Crear comisiones especiales investigadoras a petición de a lo menos un tercio de los diputados en ejercicio, con el objeto de reunir informaciones relativas a determinados actos del Gobierno.





Las comisiones investigadoras, a petición de un tercio de sus miembros, podrán despachar citaciones y solicitar antecedentes. Los Ministros de Estado, los demás funcionarios de la Administración y el personal de las empresas del Estado o de aquéllas en que éste tenga participación mayoritaria, que sean citados por estas comisiones, estarán obligados a comparecer y a suministrar los antecedentes y las informaciones que se les soliciten. 





No obstante, los Ministros de Estado no podrán ser citados más de tres veces, sin previo acuerdo de la mayoría absoluta de los miembros de la Comisión.





La ley orgánica constitucional del Congreso Nacional regulará el funcionamiento y las atribuciones de las comisiones investigadoras y la forma de proteger los derechos de las personas citadas o mencionadas en ellas. 





La investigación de la comisión tendrá carácter reservado. Sus conclusiones darán cuenta de las posiciones de mayoría y de minoría y serán sometidas a consideración de la Sala.





Un tercio de los diputados en ejercicio podrá pedir que las conclusiones de la comisión, el debate y los acuerdos de la Sala sean puestos en conocimiento del Gobierno, de los órganos o servicios afectados, de los Tribunales de Justicia, de la Contraloría General de la República y del Consejo de Defensa del Estado, para que ellos adopten las medidas pertinentes y ejerzan las acciones que correspondan en conformidad a la legislación vigente.”.”.





En segundo trámite, este numeral pasó a ser 24, con las enmiendas siguientes:





En el primer párrafo de la letra a) del N° 1, la Cámara de Diputados intercaló la palabra “fundada”, a continuación de la voz “respuesta”.





En el segundo párrafo de la letra a), intercaló la voz “fundadamente”, luego de la palabra “contestará”.





En la letra b) del número 1, reemplazó la expresión “los dos tercios” por “la mayoría absoluta”.





En el primer párrafo de la letra c) del número 1, sustituyó la expresión “un tercio” por “dos quintos”.





Finalmente, suprimió los párrafos tercero, quinto y final de la citada letra c).


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, aprobó las referidas enmiendas.

Número 22


En primer trámite, el Senado aprobó como tal el siguiente:


“22. Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 49:





a) Sustitúyese, en el número 4), la referencia al “número 2.º” por otra al “número 3.º”, y





b) Sustitúyese, en el número 8), la referencia al “N.º 8.º” por otra al “N.º 9.º”.”.


En segundo trámite, este número pasó a ser 25, sustituido por el siguiente:


“25.- Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 49:





a) Suprímese el Nº 3);





b) Sustitúyese en el Nº 4 la referencia al número 2º del artículo 17, por otra al número 3º del mismo artículo, y 





c) Sustitúyese en el Nº 8, la referencia al Nº 8 del artículo 82 por otra al Nº 10 del mismo artículo.”.”.


La Comisión aprobó las enmiendas a que se refieren las letras b) y c) por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.


A su vez, la supresión propuesta en la letra a) fue desechada por tres votos en contra y uno a favor. Votó a favor el Honorable Senador señor Viera-Gallo. En contra lo hicieron los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina y Zaldívar, don Andrés.


En consecuencia, se acordó proponer a la Sala votar en forma dividida este numeral 22, que pasó a ser 25, con el fin de aprobar sus letras b) y c) y de desechar su letra a).

Número 23


En primer trámite, el Senado aprobó como tal el siguiente:


“23. Reemplázanse los números 1) y 2) del artículo 50, por los siguientes:





“1) Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación. La aprobación de un tratado requerirá, en cada Cámara, de los quórum que corresponda, en conformidad al artículo 63, y se someterá, en lo pertinente, a los trámites de una ley.





El Presidente de la República informará al Congreso sobre el contenido y el alcance del tratado, así como de las reservas que haya formulado o pretenda formularle, antes que éstas sean efectuadas.





El Congreso podrá sugerir la formulación de reservas y declaraciones interpretativas a un tratado internacional, en el curso del trámite de su aprobación, siempre que ellas procedan de conformidad a lo previsto en el propio tratado o en las normas generales de derecho internacional.





Las medidas que el Presidente de la República adopte o los acuerdos que celebre para el cumplimiento de un tratado en vigor no requerirán de nueva aprobación del Congreso, a menos que se trate de materias propias de ley. No requerirán de aprobación del Congreso los tratados celebrados por el Presidente de la  República en el ejercicio de su potestad reglamentaria.





Las disposiciones de un tratado sólo podrán ser derogadas, modificadas o suspendidas en la forma prevista en los propios tratados o de acuerdo a las normas generales de Derecho Internacional.





Corresponde al Presidente de la República la facultad exclusiva para denunciar un tratado o retirarse de él, para lo cual pedirá la opinión del Senado, conforme al artículo 49, número 10). Una vez que la denuncia o el retiro produzca sus efectos en conformidad a lo establecido en el tratado internacional, éste dejará de tener efecto en el orden jurídico chileno.





En el caso de la denuncia o el retiro de un tratado que fue aprobado por el Congreso, el Presidente de la República deberá informar de ello a éste dentro de los quince días de efectuada la denuncia o el retiro. 





El retiro de una reserva que haya formulado el Presidente de la República y que tuvo en consideración el Congreso Nacional al momento de aprobar un tratado, requerirá previo acuerdo de éste, de conformidad a lo establecido en la ley orgánica constitucional respectiva. El Congreso Nacional deberá pronunciarse dentro del plazo de treinta días contados desde la recepción del oficio en que se solicita el acuerdo pertinente. Si no se pronunciare dentro de este término, se tendrá por aprobado el retiro de la reserva.





De conformidad a lo establecido en la ley, deberá darse debida publicidad a hechos que digan relación con el tratado internacional, tales como su entrada en vigor, la formulación y retiro de reservas, las declaraciones interpretativas, las objeciones a una reserva y su retiro, la denuncia del tratado, el retiro, la suspensión, la terminación y la nulidad del mismo.





En el mismo acuerdo aprobatorio de un tratado podrá el Congreso autorizar al Presidente de la República a fin de que, durante la vigencia de aquél, dicte las disposiciones con fuerza de ley que estime necesarias para su cabal cumplimiento, siendo en tal caso aplicable lo dispuesto en los incisos segundo  y siguientes del artículo 61, y





2) Pronunciarse, cuando corresponda, respecto de los estados de excepción constitucional, en la forma prescrita por el inciso segundo del artículo 40.”.”.





En segundo trámite, este número pasó a ser 26, con las siguientes enmiendas:





1.- La Cámara de Diputados reemplazó el encabezamiento de la modificación propuesta al artículo 50, por la que sigue:





“26.- Sustitúyese el artículo 50 por el siguiente:





“Artículo 50.- Son atribuciones del Congreso:”.”.





2.- Eliminó las comillas (“) que anteceden al Nº 1)





3.- Sustituyó el párrafo segundo del N° 1), por el siguiente:





“El Presidente de la República informará al Congreso sobre el contenido y el alcance del tratado, así como de las reservas que pretenda confirmar o formularle.”.





4.- Reemplazó el párrafo sexto del N° 1), por el siguiente:





“Corresponde al Presidente de la República la facultad exclusiva para denunciar un tratado o retirarse de él, para lo cual pedirá la opinión de ambas Cámaras del Congreso. Una vez que la denuncia o el retiro produzca sus efectos en conformidad a lo establecido en el tratado internacional, éste dejará de tener efecto en el orden jurídico chileno.”.


La Comisión aprobó la totalidad de estas enmiendas por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

Número 24


En primer trámite, el Senado aprobó como tal el siguiente:


“24. Sustitúyese, el artículo 51, por el siguiente:





“Artículo 51. Una ley orgánica constitucional regulará la organización y funcionamiento del Congreso Nacional.”.”.


En segundo trámite, este número pasó a ser 27, sustituido por  el siguiente:


“27.- Derógase el artículo 51.”.


La Comisión aprobó esta enmienda por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

Número 25


En primer trámite, el Senado aprobó como tal el siguiente:


“25. Reemplázase, el artículo 52, por el siguiente:





“Artículo 52. El Congreso Nacional se instalará e iniciará su período de sesiones en la forma que determine su ley orgánica constitucional.”.”


En segundo trámite, este número pasó a ser 28, sustituido por  el siguiente:





“28.- Reemplázase el artículo 52 por el siguiente:





“Artículo 52.- El Congreso Nacional se instalará e iniciará su período de sesiones en la forma que determine su ley orgánica constitucional.





En todo caso, se entenderá siempre convocado de pleno derecho para conocer de la declaración de estados de excepción constitucional.





La ley orgánica constitucional señalada en el inciso primero, regulará la tramitación de las acusaciones constitucionales, la calificación de las urgencias conforme lo señalado en el artículo 71 y todo lo relacionado con la tramitación interna de la ley.”.


La Comisión aprobó esta enmienda por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

Número 26


En primer trámite, el Senado aprobó como tal el siguiente:





“26. Modifícase, el inciso primero del artículo 54, en los siguientes términos:





a) En el número 2), reemplázase la conjunción “y” por una coma (,) e intercálase la expresión “y los subsecretarios” entre el término “concejales” y el punto y coma (;) que lo sigue;





b) En el número 8), suprímese la conjunción “y” que aparece al final, reemplazando la coma (,) que la antecede por un punto y coma (;);





c) En el número 9) reemplázase el punto final por la conjunción “y” antecedida de una coma (.), y





d) Agrégase el siguiente número 10), nuevo:





“10) Los Comandantes en Jefe del Ejército, de la Armada y de la Fuerza Aérea, el General Director de Carabineros, el Director de Investigaciones y los oficiales pertenecientes a las Fuerzas Armadas y a las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.”.”.


En segundo trámite, este número pasó a ser 29, reemplazando en su letra d) la frase “Director de Investigaciones” por la siguiente: “Director General de la Policía de Investigaciones”.


La Comisión aprobó esta enmienda por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

Número 27


Pasó a ser número 30, sin modificaciones.

Número 28


En primer trámite, el Senado aprobó como tal el siguiente:





“28. Sustitúyese, el inciso primero del artículo 56, por el siguiente:





“Artículo 56. Ningún diputado o senador, desde el momento de su proclamación por el Tribunal Calificador de Elecciones puede ser nombrado para un empleo, función o comisión de los referidos en el artículo anterior.”.”.


En segundo trámite, este número pasó a ser 31, con las siguientes enmiendas:


1. La Cámara de Diputados reemplazó su encabezamiento por el siguiente:





“31.- Sustitúyese el artículo 56, por el siguiente:”.





2. Reemplazó el inciso segundo del artículo 56 que se modifica, por el siguiente:





“En el caso de guerra exterior, las funciones de diputado o senador serán, además, compatibles, con los cargos que se confieran mientras persista el estado de guerra.”.”.


La Comisión aprobó la enmienda consignada en el número 1 precedente y desechó la del número 2. En consecuencia, acordó proponer a la Sala votar en forma dividida el número 2, con el fin de desecharlo. Estos acuerdos los adoptó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

Número 29


En segundo trámite, este número pasó a ser 32, sin modificaciones.

Número 30


En primer trámite, el Senado aprobó como tal el siguiente:





“30. Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 58, la frase “desde el día de su elección o designación, o desde el de su incorporación, según el caso” por “desde el momento de su proclamación por el Tribunal Calificador de Elecciones”.”.





En segundo trámite, la Cámara de Diputados lo suprimió.

La Comisión aprobó esta enmienda por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés
Número 31


Pasó a ser número 33, sin enmiendas.

- - -

Números 34 y 35, nuevos





En segundo trámite, la Cámara de Diputados incorporó como tales los siguientes:





“34.- Agrégase en el artículo 64 el siguiente inciso final:





“Una comisión integrada por igual número de diputados y senadores, deberá informar periódicamente a la Sala de cada Cámara,  en relación a la ejecución de la ley de presupuestos del sector público. La comisión podrá citar a todo funcionario público para informar acerca de la ejecución presupuestaria, sin perjuicio de estar facultada para requerir informes acerca de dicha materia.”.





35.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 71 por el siguiente:





“La calificación de la urgencia corresponderá hacerla al Presidente de la República, previo acuerdo con la Cámara que conozca del proyecto, conforme a la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional.”.”.


Puesto en votación el nuevo numeral 34, se produjo un doble empate de dos votos a favor y dos en contra. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina. En contra lo hicieron los Honorables Senadores señores Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés. Votado nuevamente en la sesión siguiente, en conformidad al artículo 182 del Reglamento del Senado, se obtuvo la misma votación. En consecuencia, se desechó este nuevo numeral.


A su vez, el numeral 35 fue rechazado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

Número 32


En primer trámite, el Senado aprobó como tal el siguiente:





“32. Elimínanse, en el inciso primero del artículo 72, las palabras “ordinaria o extraordinaria”.”.





En segundo trámite, pasó a ser número 36, sustituyéndose su texto por el siguiente: 




“36.- Sustitúyese en el inciso primero del artículo 72, la frase “de la legislatura ordinaria o extraordinaria siguiente” por los términos “siguientes a la reanudación de sus sesiones”.”.


Esta enmienda fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

Sin perjuicio del acuerdo adoptado, la Comisión consideró que esta enmienda debe ser perfeccionada de manera que sea armónica con la eliminación de la distinción entre legislatura ordinaria y extraordinaria y que el plazo que tiene el Presidente de la República para ejercer la atribución contenida en esta norma no se suspenda.

Número 33


En primer trámite, el Senado aprobó como tal el siguiente:





“33. Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 75, la expresión “veintiún” por “veinticuatro”.”.





En segundo trámite, la Cámara de Diputados suprimió este numeral.

La Comisión acogió el rechazo por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina y Zaldívar, don Andrés.

Números 34 y 35


Pasaron a ser números 37 y 38, sin enmiendas.

- - -

Números 39 y 40, nuevos


En segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados incorporó como tales los siguientes:


“39.-. Modifícase el artículo 80 C en los siguientes términos:





a) Sustitúyese en el inciso segundo la frase: “durará diez años en el ejercicio de sus funciones”, por la siguiente: “durará ocho años en el ejercicio de sus funciones”, y





b) Agrégase el siguiente inciso tercero:





“Será aplicable al Fiscal Nacional lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 77 en lo relativo al tope de edad.”.





40.- Sustitúyese en el inciso final del artículo 80 D, la frase “durarán diez años en el ejercicio  de   sus  funciones”,  por la siguiente: “durarán ocho años en el ejercicio de sus funciones”.”.


Ambos numerales fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

Número 36


Pasó a ser número 41, sin modificaciones.

Número 37


El Senado, en primer trámite, incorporó como tal el siguiente:


“37. Sustituyese el artículo 81, por el siguiente:





“Artículo 81. Habrá un Tribunal Constitucional integrado por nueve miembros, designados en la siguiente forma:





a) Tres Ministros de la Corte Suprema, elegidos por ésta en una votación secreta que se celebrará en sesión especialmente convocada para tal efecto. Se desempeñarán exclusivamente en este Tribunal por tres años, pudiendo ser reelegidos por una vez. Los ministros elegidos cesarán temporalmente en el ejercicio de sus cargos en la Corte Suprema, los que reasumirán al término de su período como miembros del Tribunal Constitucional. Si dejaran de ser Ministros de la Corte Suprema por cualquier causa, cesarán definitivamente en sus funciones en el Tribunal Constitucional;





b) Tres abogados, designados por el Presidente de la República, y





c) Tres abogados, elegidos por el Senado, por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, en votaciones sucesivas, en sesiones especialmente convocadas para tal efecto.





Las personas referidas en las letras b) y c) durarán nueve años en sus cargos, se renovarán por parcialidades cada tres años, deberán tener a lo menos quince años de título, haberse destacado en la actividad profesional, universitaria o pública, no podrán tener impedimento alguno que las inhabilite para desempeñar el cargo de juez, estarán sometidas a las normas de los artículos 55, 56 y 78, sus cargos serán incompatibles con el de diputado, senador o ministro del Tribunal Calificador de Elecciones y estarán sujetas a las prohibiciones que establezca la ley orgánica constitucional respectiva.





Los miembros del Tribunal Constitucional serán inamovibles. Con todo, les será aplicable la disposición del artículo 77, inciso segundo, en lo relativo a la edad.





En caso de que un miembro del Tribunal Constitucional cese en su cargo, se procederá a su reemplazo por quien corresponda de acuerdo con el inciso primero de este artículo y por el tiempo que falte hasta completar el período del reemplazado.





El Tribunal podrá funcionar en pleno o dividido en dos salas. En el primer caso el quórum para sesionar será de, a lo menos, siete miembros y en el segundo de, a lo menos, cinco. El Tribunal adoptará sus acuerdos por simple mayoría, salvo los casos en que se establezca una votación diferente y fallará con arreglo a derecho.





La ley orgánica constitucional determinará la forma en que el Tribunal designará tres abogados integrantes, que durarán tres años en sus cargos. Dicha ley regulará el estatuto aplicable a los abogados integrantes y fijará, además, la planta, las remuneraciones y lo concerniente al personal del Tribunal, así como a la organización y funcionamiento de éste.”.”.


En segundo trámite, este numeral pasó a ser 42, reemplazado por el siguiente:


“42.- Sustitúyese el artículo 81 por el siguiente:





“Artículo 81.- Habrá un Tribunal Constitucional integrado por diez miembros, designados de la siguiente forma:





a) Tres designados por el Presidente de la República.





b) Cuatro elegidos por el Congreso Nacional. Dos serán nombrados directamente por el Senado y dos serán previamente propuestos por la Cámara de Diputados  para su aprobación o rechazo por el Senado. Los nombramientos, o la propuesta en su caso, se efectuarán en votaciones únicas y requerirán para su aprobación del voto favorable de los dos tercios de los senadores o diputados en ejercicio, según corresponda. 





c) Tres elegidos por la Corte Suprema en una votación secreta que se celebrará  en sesión especialmente convocada para tal efecto.





Los miembros del Tribunal durarán nueve años en sus cargos y se renovarán por parcialidades cada tres. Deberán tener a lo menos quince años de título de abogado, haberse destacado en la actividad profesional, universitaria o pública, no podrán tener impedimento alguno que los inhabilite para desempeñar el cargo de juez, estarán sometidos a las normas de los artículos 55, 56 y 78, y no podrán ejercer la profesión de abogado ni actuar como procurador o agente en gestiones particulares de carácter administrativo.





Los miembros del Tribunal Constitucional serán inamovibles y no podrán ser reelegidos, salvo aquel que lo haya sido como reemplazante y haya ejercido el cargo por un período menor a cinco años. Cesarán en sus funciones al cumplir 75 años de edad.





En caso que un miembro del Tribunal Constitucional cese en su cargo, se procederá a su reemplazo por quien corresponda, de acuerdo con el inciso primero de este artículo y por el tiempo que falte para completar el período del reemplazado. 





El Tribunal resolverá en pleno las cuestiones indicadas en los números 1º, 3º, 4º, 5º, 6º, 7º, 8º,  9º y 12º del artículo siguiente.  Para el ejercicio de sus restantes atribuciones podrá funcionar en pleno o en sala de acuerdo a lo que disponga la ley orgánica constitucional. El quórum para sesionar será de , a lo menos, cuatro quintos de sus respectivos miembros. El Tribunal adoptará sus acuerdos por simple mayoría, salvo los casos en que se exija un quórum diferente y fallará de acuerdo a derecho. 





Una ley orgánica constitucional determinará su organización y funcionamiento, así como sus atribuciones y procedimiento y fijará la planta, régimen de remuneraciones y estatuto de su personal.”.”.


La Comisión analizó las enmiendas de la Cámara de Diputados y, en términos generales, concordó con ellas.


Sin embargo, estimó necesario fijar expresamente en dos las salas en que el Tribunal podrá dividirse.


Asimismo, consideró conveniente entregar al pleno, además de los asuntos indicados por el texto aprobado por la Cámara de Diputados, el conocimiento de los asuntos mencionados en los numerales 10°, 13° y 14°. Se dijo que otra alternativa adecuada sería encomendar, como regla general, la resolución de los asuntos al pleno, a excepción de algunas, que se confiarían a las salas.


Al no poder introducir en este trámite modificaciones al texto en formación y con el fin de efectuar las correcciones antes consignadas, la Comisión solicitó al Ejecutivo incluir estos aspectos en el veto que el Presidente de la República podrá formular a este proyecto de reforma constitucional.


En tercer lugar, se acordó excluir de la ley orgánica constitucional a que se refiere el inciso final la regulación de las atribuciones del Tribunal. Por esta razón, se acordó proponer a la Sala del Senado votar en forma dividida esta disposición, de manera de dejar fuera de ella la referencia a las “atribuciones”.


En consecuencia, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, acogió las enmiendas propuestas por la Cámara de Diputados, con excepción de la expresión “atribuciones y” utilizada en el inciso final, respecto de la cual se acordó proponer a la Sala efectuar votación dividida.

Número 38


El Senado, en primer trámite, incorporó como tal el siguiente:


“38. Reemplázase el artículo 82, por el siguiente:





“Artículo 82. Son atribuciones del Tribunal Constitucional:





1.º Ejercer el control de constitucionalidad de las leyes que interpreten algún precepto de la Constitución, de las leyes orgánicas constitucionales y de las normas de un tratado que versen sobre materias propias de estas últimas, antes de su promulgación;





2.º Ejercer el control de constitucionalidad de los auto acordados dictados por la Corte Suprema, Cortes de Apelaciones y Tribunal Calificador de Elecciones, que versen sobre materias constitucionales o propias de ley orgánica constitucional;





3.º Resolver las cuestiones sobre constitucionalidad que se susciten durante la tramitación de los proyectos de ley o de reforma constitucional y de los tratados sometidos a la aprobación del Congreso;





4.º Resolver las cuestiones que se susciten sobre la constitucionalidad de un decreto con fuerza de ley;





5.º Resolver las cuestiones que se susciten sobre constitucionalidad con relación a la convocatoria a un plebiscito, sin perjuicio de las atribuciones que correspondan al Tribunal Calificador de Elecciones;





6.º Declarar la inaplicabilidad de todo precepto legal contrario a la Constitución, por motivo de forma o de fondo, que corresponda aplicar en la decisión de cualquier gestión que se siga ante un tribunal ordinario o especial. El Tribunal Constitucional conocerá estos asuntos en sala, la cual adoptará sus acuerdos por simple mayoría. La resolución que dicte sólo producirá efectos en los casos particulares en que se interponga la acción de inaplicabilidad. Ella podrá deducirse en cualquier estado de la gestión, pudiendo ordenar el Tribunal Constitucional la suspensión del procedimiento.





Después de tres fallos uniformes, el Tribunal Constitucional en pleno, de oficio o a petición de parte, por los dos tercios de sus miembros, declarará la inconstitucionalidad del precepto legal respectivo con efectos generales;





7.º Resolver los reclamos en caso de que el Presidente de la República no promulgue una ley cuando deba hacerlo, promulgue un texto diverso del que constitucionalmente corresponda o dicte un decreto inconstitucional;





8.º Resolver sobre la constitucionalidad de un decreto o resolución del Presidente de la República que la Contraloría General de la República haya representado por estimarlo inconstitucional, cuando sea requerido por el Presidente en conformidad al artículo 88;




9.º Declarar la inconstitucionalidad de las organizaciones y de los movimientos o partidos políticos, como asimismo la responsabilidad de las personas que hubieran tenido participación en los hechos que motivaron la declaración de inconstitucionalidad, en conformidad a lo dispuesto en los párrafos sexto, séptimo y octavo del número 15.º del artículo 19 de esta Constitución. Sin embargo, si la persona afectada fuera el Presidente de la República o el Presidente electo, la referida declaración requerirá, además, el acuerdo del Senado adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio;





10.º Informar al Senado en los casos a que se refiere el artículo 49 número 7) de esta Constitución;





11.º Resolver sobre las inhabilidades constitucionales o legales que afecten a una persona para ser designada Ministro de Estado, permanecer en dicho cargo o desempeñar simultáneamente otras funciones;





12.º Pronunciarse sobre las inhabilidades, incompatibilidades y causales de cesación en el cargo de los parlamentarios;





13.º Calificar la inhabilidad invocada por un parlamentario en los términos del inciso final del artículo 57 y pronunciarse sobre su renuncia al cargo, y





14.º Resolver sobre la constitucionalidad de los decretos supremos dictados en el ejercicio de la potestad reglamentaria autónoma del Presidente de la República, cuando ellos se refieran a materias que pudieran estar reservadas a la ley por mandato del artículo 60.





En el caso del número 1.º, la Cámara de origen enviará al Tribunal Constitucional el proyecto respectivo dentro de los cinco días siguientes a aquél en que quede totalmente tramitado por el Congreso.





En el caso del número 2.º, la Corte Suprema, las Cortes de Apelaciones y el Tribunal Calificador de Elecciones enviarán al Tribunal Constitucional dentro de los cinco días siguientes a su aprobación el respectivo auto acordado.





En el caso del número 3.º, el Tribunal sólo podrá conocer de la materia a requerimiento del Presidente de la República, de cualquiera de las Cámaras o de una cuarta parte de sus miembros en ejercicio, siempre que sea formulado antes de la promulgación de la ley. Respecto de los tratados, dicho requerimiento podrá formularse hasta treinta días después de aprobado su texto por el Congreso. Para formular el requerimiento no será necesario que quienes lo deduzcan hayan efectuado reserva de su derecho durante la tramitación del proyecto, como así tampoco que hubieran votado en contra del precepto cuestionado.





El Tribunal deberá resolver dentro del plazo de diez días contado desde que reciba el requerimiento, a menos que decida prorrogarlo hasta por otros diez días por motivos graves y calificados.





El requerimiento no suspenderá la tramitación del proyecto; pero la parte impugnada de éste no podrá ser promulgada hasta la expiración del plazo referido, salvo que se trate del proyecto de Ley de Presupuestos o del proyecto relativo a la declaración de guerra propuesta por el Presidente de la República.





En el caso del número 4.º, la cuestión podrá ser planteada por el Presidente de la República dentro del plazo de diez días cuando la Contraloría rechace por inconstitucional un decreto con fuerza de ley. También podrá ser promovida por cualquiera de las Cámaras o por una cuarta parte de sus miembros en ejercicio en caso de que la Contraloría hubiere tomado razón de un decreto con fuerza de ley que se impugne de inconstitucional. Este requerimiento deberá efectuarse dentro del plazo de treinta días, contado desde la publicación del respectivo decreto con fuerza de ley.





En el caso del número 5.º, la cuestión podrá promoverse a requerimiento del Senado o de la Cámara de Diputados, dentro de diez días contados desde la fecha de publicación del decreto que fije el día de la consulta plebiscitaria.





El Tribunal establecerá en su resolución el texto definitivo de la consulta plebiscitaria, cuando ésta fuera procedente.





Si al tiempo de dictarse la sentencia faltaran menos de treinta días para la realización del plebiscito, el Tribunal fijará en ella una nueva fecha comprendida entre los treinta y los sesenta días siguientes al fallo.





En el caso del número 6.º, párrafo primero, la acción podrá ser deducida de oficio por el tribunal que conoce de la gestión y por quien sea parte en ella, antes de la sentencia.





Habrá acción pública para requerir al Tribunal respecto de la atribución que se le confiere en el número 6.º, párrafo segundo.





En los casos del número 7.º, la cuestión podrá promoverse por cualquiera de las Cámaras o por una cuarta parte de sus miembros en ejercicio, dentro de los treinta días siguientes a la publicación o notificación del texto impugnado o dentro de los sesenta días siguientes a la fecha en que el Presidente de la República debió efectuar la promulgación de la ley. Si el Tribunal acogiera el reclamo, promulgará en su fallo la ley que no lo haya sido o rectificará la promulgación incorrecta.





En el caso del número 10.º, el Tribunal sólo podrá conocer de la materia a requerimiento del Senado.





Habrá acción pública para requerir al Tribunal respecto de las atribuciones que se le confieren por los números 9.º y 11.º de este artículo.





Sin embargo, si en el caso del número 9.º la persona afectada fuera el Presidente de la República o el Presidente electo, el requerimiento deberá formularse por la Cámara de Diputados o por la cuarta parte de sus miembros en ejercicio.





En el caso del número 12.º, el Tribunal sólo podrá conocer de la materia a requerimiento del Presidente de la República o de no menos de diez parlamentarios en ejercicio.





En el caso del número 14.º, el Tribunal sólo podrá conocer de la materia a requerimiento de cualquiera de las Cámaras, efectuado dentro de los treinta días siguientes a la publicación o notificación del texto impugnado.





El Tribunal Constitucional podrá apreciar en conciencia los hechos cuando conozca de las atribuciones indicadas en los números 9.º, 10.º y 11.º, como, asimismo, cuando conozca de las causales de cesación en el cargo de parlamentario.”.”.


En segundo trámite, este número pasó a ser 43, sustituido por el siguiente:


“43.- Reemplázase el artículo 82 por el siguiente:





“Artículo 82.- Son atribuciones del Tribunal Constitucional:





1º Ejercer el control de constitucionalidad de las leyes que interpreten algún precepto de la Constitución, de las leyes orgánicas constitucionales y de las normas de un tratado que versen sobre materias propias de estas últimas, antes de su promulgación;





2º Resolver sobre las cuestiones de constitucionalidad de los auto acordados dictados por la Corte Suprema, las Cortes de Apelaciones y el Tribunal Calificador de Elecciones;





3º Resolver las cuestiones sobre constitucionalidad que se susciten durante la tramitación de los proyectos de ley o de reforma constitucional y de los tratados sometidos a la aprobación del Congreso;





4º Resolver las cuestiones que se susciten sobre la constitucionalidad de un decreto con fuerza de ley;





5º Resolver las cuestiones que se susciten sobre constitucionalidad con relación a la convocatoria a un plebiscito, sin perjuicio de las atribuciones que correspondan al Tribunal Calificador de Elecciones;





6° Resolver, por la mayoría de sus miembros en ejercicio, la inaplicabilidad de un precepto legal cuya aplicación en cualquier gestión que se siga ante un tribunal ordinario o especial, resulte contraria a la Constitución; 





7º Resolver por la mayoría de los cuatro quintos de sus integrantes en ejercicio, la inconstitucionalidad de un precepto legal declarado inaplicable en conformidad a lo dispuesto en el numeral anterior;





8º Resolver los reclamos en caso de que el Presidente de la República no promulgue una ley cuando deba hacerlo o promulgue un texto diverso del que constitucionalmente corresponda;





9º Resolver sobre la constitucionalidad de un decreto o resolución del Presidente de la República que la Contraloría General de la República haya representado por estimarlo inconstitucional, cuando sea requerido por el Presidente en conformidad al artículo 88;





10° Declarar la inconstitucionalidad de las organizaciones y de los movimientos o partidos políticos, como asimismo la responsabilidad de las personas que hubieran tenido participación en los hechos que motivaron la declaración de inconstitucionalidad, en conformidad a lo dispuesto en los párrafos sexto, séptimo y octavo del Nº 15º del artículo 19 de esta Constitución. Sin embargo, si la persona afectada fuera el Presidente de la República o el Presidente electo, la referida declaración requerirá, además, el acuerdo del Senado adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio; 





11º Informar al Senado en los casos a que se refiere el artículo 49 número 7 de esta Constitución;





12º Resolver las contiendas de competencia que se susciten entre las autoridades políticas o administrativas y los tribunales de justicia;





13º Resolver sobre las inhabilidades constitucionales o legales que afecten a una persona para ser designada Ministro de Estado, permanecer en dicho cargo o desempeñar simultáneamente otras funciones;





14º Pronunciarse sobre las inhabilidades, incompatibilidades y causales de cesación  en el cargo de los parlamentarios;





15º Calificar la inhabilidad invocada por un parlamentario en los términos del inciso final del artículo 57 y pronunciarse sobre su renuncia al cargo, y 





16° Resolver sobre la constitucionalidad de los decretos supremos, cualquiera sea el vicio invocado, incluyendo aquellos que fueren dictados en el ejercicio de la potestad reglamentaria autónoma del Presidente de la República cuando se refieran a materias que pudieran estar reservadas a la ley por mandato del artículo 60.





En el caso del número 1.º, la Cámara de origen enviará al Tribunal Constitucional el proyecto respectivo dentro de los cinco días siguientes a aquél en que quede totalmente tramitado por el Congreso.





En el caso del número 2.º, el Tribunal podrá conocer de la materia a requerimiento del Presidente de la República, de cualquiera de las Cámaras o de diez de sus miembros.   Asimismo, podrá requerir al Tribunal toda persona que sea parte en juicio o con gestión pendiente ante un tribunal ordinario o especial, cuando sea afectada por lo dispuesto en el respectivo autoacordado.





En el caso del número 3.º, el Tribunal sólo podrá conocer de la materia a requerimiento del Presidente de la República, de cualquiera de las Cámaras o de una cuarta parte de sus miembros en ejercicio, siempre que sea formulado antes de la promulgación de la ley o de la remisión de la comunicación que informa la aprobación del tratado por el Congreso Nacional y, en caso alguno, después de quinto día del despacho del proyecto o de la señalada comunicación.





La declaración de inconstitucionalidad respecto de las normas cuestionadas, procederá únicamente por infracción de aquellos preceptos de la Constitución consignados como fundamento de la cuestión de constitucionalidad y que fueren expresamente invocados en el requerimiento. 





El Tribunal deberá resolver dentro del plazo de diez días contado desde que reciba el requerimiento, a menos que decida prorrogarlo hasta por otros diez días por motivos graves y calificados.





El requerimiento no suspenderá la tramitación del proyecto; pero la parte impugnada de éste no podrá ser promulgada hasta la expiración del plazo referido, salvo que se trate del proyecto de Ley de Presupuestos o del proyecto relativo a la declaración de guerra propuesta por el Presidente de la República.





En el caso del número 4.º, la cuestión podrá ser planteada por el Presidente de la República dentro del plazo de diez días cuando la Contraloría rechace por inconstitucional un decreto con fuerza de ley. También podrá ser promovida por cualquiera de las Cámaras o por una cuarta parte de sus miembros en ejercicio en caso de que la Contraloría hubiere tomado razón de un decreto con fuerza de ley que se impugne de inconstitucional. Este requerimiento deberá efectuarse dentro del plazo de treinta días, contado desde la publicación del respectivo decreto con fuerza de ley.





En el caso del número 5.º, la cuestión podrá promoverse a requerimiento del Senado o de la Cámara de Diputados, dentro de diez días contados desde la fecha de publicación del decreto que fije el día de la consulta plebiscitaria.





El Tribunal establecerá en su resolución el texto definitivo de la consulta plebiscitaria, cuando ésta fuera procedente.





Si al tiempo de dictarse la sentencia faltaran menos de treinta días para la realización del plebiscito, el Tribunal fijará en ella una nueva fecha comprendida entre los treinta y los sesenta días siguientes al fallo.





En el caso del número 6.º, la cuestión podrá ser planteada por cualquiera de las partes o por el juez que conoce del asunto. Corresponderá a cualquiera de las salas del Tribunal declarar, sin ulterior recurso, la admisibilidad de la cuestión siempre que verifique la existencia de una gestión pendiente ante el tribunal ordinario o especial, que la aplicación del precepto legal impugnado pueda resultar decisivo en la resolución de un asunto, que la impugnación esté fundada razonablemente y se cumplan los demás requisitos que establezca la ley.  A esta misma sala le corresponderá resolver la suspensión del procedimiento en que se ha originado la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad.





En el caso del número 7°, corresponderá al Tribunal pronunciarse de oficio, cuando proceda, y en el mismo fallo en que haya declarado inaplicable un precepto legal.





En los casos del número 8º, la cuestión podrá promoverse por cualquiera de las Cámaras o por una cuarta parte de sus miembros en ejercicio, dentro de los treinta días siguientes a la publicación del texto impugnado o dentro de los sesenta días siguientes a la fecha en que el Presidente de la República debió efectuar la promulgación de la ley. Si el Tribunal acogiera el reclamo, promulgará en su fallo la ley que no lo haya sido o rectificará la promulgación incorrecta.





En el caso del número 11º, el Tribunal sólo podrá conocer de la materia a requerimiento del Senado.





Habrá acción pública para requerir al Tribunal respecto de las atribuciones que se le confieren por los números 10.º y 13.º de este artículo.





Sin embargo, si en el caso del número 10º la persona afectada fuera el Presidente de la República o el Presidente electo, el requerimiento deberá formularse por la Cámara de Diputados o por la cuarta parte de sus miembros en ejercicio.





En el caso del número 12°, el requerimiento deberá ser deducido por cualquiera de las autoridades o tribunales en conflicto.





En el caso del número 14º, el Tribunal sólo podrá conocer de la materia a requerimiento del Presidente de la República o de no menos de diez parlamentarios en ejercicio.





En el caso del número 16º, el Tribunal sólo podrá conocer de la materia a requerimiento de cualquiera de las Cámaras efectuado dentro de los treinta días siguientes a la publicación o notificación del texto impugnado. En el caso  de vicios que no se refieran a decretos que excedan la potestad reglamentaria autónoma del Presidente de la República también podrá una cuarta parte de los miembros en ejercicio deducir dicho requerimiento.  





El Tribunal Constitucional podrá apreciar en conciencia los hechos cuando conozca de las atribuciones indicadas en los números 10º, 11º y 13º, como, asimismo, cuando conozca de las causales de cesación en el cargo de parlamentario.





En los casos de los numerales 10º, 13º y en el caso del numeral 2º cuando sea requerido por una parte, corresponderá a una sala del Tribunal pronunciarse sin ulterior recurso, de su admisibilidad.”.”.


En líneas generales, la Comisión concordó con las enmiendas propuestas por la Cámara de Diputados. No obstante, en materia de resolución de contiendas de competencia, reiteró el criterio del Senado en orden a mantener radicadas en éste el conocimiento de las que actualmente la Constitución Política le confía. Por esta razón, estimó necesario precisar los términos del numeral 12° de esta disposición, de manera que éste establezca con claridad que el Tribunal Constitucional resolverá solamente las contiendas de competencia que hoy corresponden a la Corte Suprema.


Al igual que en el caso del precepto anterior, como en esta fase legislativa no corresponde introducir enmiendas a los textos en debate, y con el fin de efectuar la corrección ya explicada, la Comisión solicitó al Ejecutivo considerar este aspecto en el veto que el Presidente de la República podrá formular a este proyecto de reforma constitucional.


Por otra parte, en relación con la nueva atribución conferida al Tribunal Constitucional mediante el numeral 15°, relativa a la renuncia a los cargos parlamentarios, la Comisión dejó constancia de que el sujeto legitimado activamente para requerir del Tribunal el pronunciamiento correspondiente es el propio parlamentario involucrado. En efecto, se connotó que el texto de este numeral es suficientemente nítido sobre este particular en cuanto expresa que la inhabilidad correspondiente la invoca el propio parlamentario afectado por una enfermedad grave y precisa que se trata de “su” renuncia.


Finalmente, la Comisión manifestó su desacuerdo con el inciso quinto del texto aprobado por la Cámara de Diputados, que establece que la declaración de inconstitucionalidad de las normas cuestionadas de un proyecto de ley, de reforma constitucional o de un tratado, procederá únicamente por infracción de aquellos preceptos de la Constitución consignados como fundamento de la cuestión de constitucionalidad y que fueren expresamente invocados en el requerimiento.


Se dijo que bien puede ocurrir que la norma cuestionada sea efectivamente inconstitucional pero no por la causal invocada en el requerimiento, sino que por infringir otro precepto de la Carta Fundamental. De presentarse tal situación, se agregó, sería inadmisible que los jueces constitucionales se vean impedidos de declarar una inconstitucionalidad que es clara y evidente por una razón de tipo formal o circunstancial. 


Por esta razón, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, acogió las enmiendas propuestas por la Cámara de Diputados, con excepción del inciso quinto del artículo 82, respecto del cual se acordó proponer a la Sala efectuar votación dividida para el efecto de rechazarlo.
Número 39


El Senado, en primer trámite, aprobó como tal el siguiente:


“39. Sustitúyese el artículo 83, por el siguiente:





“Artículo 83. Contra las resoluciones del Tribunal Constitucional no procederá recurso alguno, sin perjuicio de que puede, el mismo Tribunal, conforme a la ley, rectificar los errores de hecho en que hubiere incurrido.





Las disposiciones que el Tribunal declare inconstitucionales no podrán convertirse en ley en el proyecto o decreto con fuerza de ley de que se trate, o en auto acordado, en su caso.





Las sentencias que declaren la inconstitucionalidad respecto del todo o parte de una ley o de un decreto con fuerza de ley del cual la Contraloría hubiera tomado razón, se publicarán en el Diario Oficial dentro de los tres días siguientes a su dictación y la norma declarada inconstitucional se entenderá derogada desde dicha publicación.





En el caso de los números 7.º y 14.º del artículo 82, el todo o parte del decreto supremo impugnado se entenderá derogado desde la publicación en el Diario Oficial de la sentencia que acoja el reclamo.





Resuelto por el Tribunal que un precepto legal determinado es constitucional, no podrá posteriormente declararlo inaplicable por el mismo vicio que fue materia de la sentencia.”.”.


En segundo trámite, este numeral pasó a ser 44, con el siguiente texto:


“44. Sustitúyese el artículo 83 por el siguiente:





“Artículo 83. Contra las resoluciones del Tribunal Constitucional no procederá recurso alguno, sin perjuicio de que puede, el mismo Tribunal, conforme a la ley, rectificar los errores de hecho en que hubiere incurrido.





Las disposiciones que el Tribunal declare inconstitucionales no podrán convertirse en ley en el proyecto o decreto con fuerza de ley de que se trate, o en auto acordado, en su caso.





En el caso del Nº 16º del artículo 82, el decreto supremo impugnado quedará sin efecto de pleno derecho, con el solo mérito de la sentencia del Tribunal que acoja el reclamo. De igual modo quedará sin efecto el precepto declarado inconstitucional en conformidad a lo dispuesto en el numeral 7º del artículo 82.





Las sentencias que declaren la inconstitucionalidad de todo o parte de una ley o de un decreto con fuerza de ley se publicarán en el Diario Oficial dentro de los tres días siguientes a su dictación.”.”.


Examinadas las modificaciones introducidas a este precepto por la Cámara de Diputados, la Comisión hizo presente que le suscitaba dudas el inciso tercero, en lo concerniente al momento a partir del cual el decreto supremo impugnado u otro precepto declarado inconstitucional quedan sin efecto.


Asimismo, se estimó que la redacción de esta norma no debería admitir la posibilidad de que las resoluciones que el Tribunal Constitucional adopte en estos casos produzcan efectos retroactivos.


Por estas consideraciones, si bien la Comisión acordó aprobar las modificaciones de la Cámara de Diputados, solicitó al Ejecutivo recoger estas observaciones en el veto que el Presidente de la República podrá formular.


Por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, la Comisión acogió las enmiendas propuestas por la Cámara de Diputados a este artículo 83.
Número 40


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó como tal el siguiente:


“40. Sustitúyese el inciso final del artículo 87, por el siguiente:


“El Contralor General de la República deberá tener a lo menos diez años de título de abogado, haber cumplido cuarenta años de edad y poseer las demás calidades necesarias para ser ciudadano con derecho a sufragio. Será designado por el Presidente de la República con acuerdo del Senado adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, por un período de 10 años y no podrá ser designado para el período siguiente.”.”.

En segundo trámite, este numeral pasó a ser 44, con el siguiente texto:


“45.- Sustitúyese el inciso final del artículo 87 por el siguiente:





“El Contralor General de la Republica deberá tener a lo menos diez años de título de abogado, haber cumplido cuarenta años de edad y poseer las demás calidades necesarias para ser ciudadano con derecho a sufragio. Será designado por el Presidente de la República con acuerdo del Senado adoptado por los tres quintos de sus miembros en ejercicio, por un período de ocho años y no podrá ser designado para el período siguiente. Con todo, al cumplir 75 años de edad cesará en el cargo.”.”.


La Comisión acogió esta modificación por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

Número 41


Pasó a ser número 46, sin modificaciones.

Número 42


El Senado, en primer trámite, aprobó como tal el siguiente:


“42. Sustitúyese el inciso segundo del artículo 93, por el siguiente:





“El Presidente de la República, mediante decreto fundado e informando previamente al Senado, podrá llamar a retiro a los Comandantes en Jefe del Ejército, de la Armada y de la Fuerza Aérea y al General Director de Carabineros, en su caso, antes de completar su respectivo período.”.”.


En segundo trámite, este numeral pasó a ser 47, sustituido por el siguiente:


“47.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 93 por el siguiente:





“El Presidente de la República, mediante decreto fundado e informando previamente a la Cámara de Diputados y al Senado, podrá llamar a retiro a los Comandantes en Jefe del Ejército, de la Armada y de la Fuerza Aérea y al General Director de Carabineros, en su caso, antes de completar su respectivo período.”.”.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, aprobó la norma propuesta por la Cámara de Diputados, exceptuando la frase “a la Cámara de Diputados y”, respecto de la cual se acordó proponer a la Sala efectuar una votación dividida.

Número 43


El Senado, en primer trámite, aprobó como tal el siguiente:


“43. Reemplázase el artículo 95, por el siguiente:





“Artículo 95. Habrá un Consejo de Seguridad Nacional encargado de asesorar al Presidente de la República en las materias vinculadas a la seguridad nacional y de ejercer las demás funciones que esta Constitución le encomienda. Será presidido por el Jefe de Estado y estará integrado por los presidentes del Senado y de la Corte Suprema, por los Comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas, por el General Director de Carabineros y por el Contralor General de la República.





En los casos que el Presidente de la República lo determine, podrán estar presentes en sus sesiones los ministros encargados del gobierno interior, de las relaciones exteriores, de la defensa nacional y de la economía y finanzas del país.”.”.


En segundo trámite, este numeral pasó a ser 48, sustituido por el siguiente:


““48.- Sustitúyese el artículo 95 por el siguiente:





“Artículo 95.- Habrá un Consejo de Seguridad Nacional encargado de asesorar al Presidente de la República en las materias vinculadas a la seguridad nacional y de ejercer las demás funciones que esta Constitución le encomienda. Será presidido por el Jefe del Estado y estará integrado por los Presidentes del Senado, de la Cámara de Diputados y de la Corte Suprema, por los Comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas, por el General Director de Carabineros y por el Contralor General de la República.





En los casos que el Presidente de la República lo determine, podrán estar presentes en sus sesiones los ministros encargados del gobierno interior, de la defensa nacional, de la seguridad pública, de las relaciones exteriores y de la economía y finanzas del país.”.”.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, aprobó la modificación propuesta por la Cámara de Diputados.

Número 44


El Senado, en primer trámite, aprobó como tal el siguiente:


“44. Sustitúyese el artículo 96, por el siguiente:





“Artículo 96. El Consejo de Seguridad Nacional se reunirá cuando sea convocado por el Presidente de la República y requerirá como quórum para sesionar el de la mayoría absoluta de sus integrantes. El Presidente del Senado o el Presidente de la Corte Suprema podrán solicitar fundadamente al Presidente de la República que lo convoque, debiendo éste hacerlo para dentro de los treinta días siguientes.





El Consejo no adoptará acuerdos sino para dictar el reglamento a que se refiere el inciso final de la presente disposición. En sus sesiones, cualquiera de sus integrantes podrá expresar su opinión frente a algún hecho, acto o materia que diga relación con las bases de la institucionalidad o la seguridad nacional.





Las actas del Consejo serán públicas, a menos que la mayoría de sus miembros determine lo contrario.





Un reglamento dictado por el propio Consejo establecerá las demás disposiciones concernientes a su organización, funcionamiento y publicidad de sus debates.”.”.


En segundo trámite, este numeral pasó a ser 49, reemplazándose la segunda oración del inciso primero por la siguiente: 


“El Presidente del Senado, el Presidente de la Cámara de Diputados o el Presidente de la Corte Suprema podrán solicitar fundadamente al Presidente de la República que lo convoque, debiendo éste hacerlo para dentro de los treinta días siguientes.”.

La Comisión, por tres votos a favor y una abstención, acogió la norma propuesta por la Cámara de Diputados, con excepción de la frase, antecedida de una coma (,) “el Presidente de la Cámara de Diputados”, respecto de la cual se acordó proponer una votación dividida. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés. Se abstuvo el Honorable Senador señor Chadwick.

Número 45


Pasó a ser número 50, sin enmiendas.

Número 46


El Senado, en primer trámite, aprobó como tal el siguiente:


“46. Sustitúyese el inciso final del artículo 116, por el siguiente:





“Serán aplicables a la tramitación de los proyectos de reforma constitucional las normas sobre formación de la ley, en lo no previsto en este Capítulo, todo ello de acuerdo con los quórum establecidos para reformar la Constitución.”.”.


En segundo trámite, la Cámara de Diputados suprimió este numeral.


Sobre esta materia, se reiteró la conveniencia de establecer expresamente en la Constitución que los proyectos de reforma constitucional se someterán al procedimiento que la Carta Fundamental regula para la formación de la ley.


Por esta razón se le solicitó al Ejecutivo incluir esta disposición en el veto que el Presidente de la República podrá presentar.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, desechó la supresión propuesta. Votaron en contra de la misma los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

Número 47


Pasó a ser numero 51, sin modificaciones.

- - -

Número 52, nuevo


En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados introdujo el siguiente número 52, nuevo:


“52.- Derógase el artículo final.”.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina y Zaldívar, don Andrés, acogió este numeral 52, nuevo, de la Cámara de Diputados.
Número 53, nuevo


En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados introdujo el siguiente número 53, nuevo:





“53.- Deróganse las disposiciones transitorias primera, cuarta, novena, décima, decimoprimera, decimosegunda, decimotercera, decimocuarta, decimoquinta, decimosexta, decimoséptima, decimooctava, decimanovena, vigésima, vigesimaprimera, vigesimasegunda, vigesimatercera, vigesimacuarta, vigesimaquinta, vigesimasexta, vigesimaséptima, vigesimaoctava, vigesimanovena, trigésima, trigesimasegunda, trigesimatercera, trigesimacuarta, trigesimaquinta y cuadragésima.”.”.


En razón de que este nuevo numeral propone la derogación de diversos preceptos, la Comisión resolvió abordarlas separadamente. Tuvo presente que cada uno de ellos regula materias de muy distinta naturaleza, motivo por el cual estimó que no cabía adoptar una sola resolución que las englobara.


Efectuado este análisis, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, acogió las derogaciones propuestas a través de este numeral 53, con excepción de la concerniente a la disposición primera transitoria, que fue desechada por la misma unanimidad.

- - -

Número 48


En primer trámite, el Senado incorporó como tal, el siguiente:


“48. Incorpóranse las siguientes disposiciones transitorias:





1.- “Cuadragésimaprimera.- En tanto no se creen los tribunales especiales a que alude el párrafo cuarto del número 16.º del artículo 19, las reclamaciones motivadas por la conducta ética de los profesionales que no pertenezcan a colegios profesionales, serán conocidas por los tribunales ordinarios.”.





2.- “Cuadragésimasegunda.- El mandato del Presidente de la República en ejercicio será de seis años, no pudiendo ser reelegido para el período siguiente.”.





3.- “Cuadragésimatercera.- El Senado estará integrado únicamente por senadores electos en conformidad  con el artículo 45 de la Constitución Política de la República y la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios actualmente vigentes.





Las modificaciones a la referida Ley Orgánica sobre Votaciones Populares y Escrutinios que digan relación con el número de senadores, las circunscripciones existentes y el sistema electoral vigente, requerirán del voto conforme de las tres quintas partes de los diputados y senadores en ejercicio.





Los Senadores en actual ejercicio incorporados o designados en conformidad a las letras a), b), c), d), e) y f) del artículo 45 que se derogan, continuarán desempeñando sus funciones hasta el 10 de marzo de 2006.”.





4.- “Cuadragésimacuarta.- Las modificaciones al artículo 47, en lo concerniente a la provisión de vacancias de cargos parlamentarios, comenzarán a regir con ocasión de la próxima elección de diputados y senadores.





Sin perjuicio de lo anterior, dentro de los treinta días siguientes a la entrada en vigencia de esta reforma constitucional, los diputados y senadores pertenecientes a partidos políticos y los independientes que postularon en lista con partidos políticos señalarán el partido que propondrá la persona para proveer sus cargos en caso de vacancia.”.





5.- “Cuadragésimaquinta.- Los primeros nombramientos de los Ministros del Tribunal Constitucional a que se refiere el artículo 81, que se produzcan con posterioridad a la entrada en vigencia de esta reforma constitucional, se efectuarán con arreglo a las normas siguientes:





1) El Ministro nombrado con fecha 9 de abril de 2002, en conformidad a la letra a) del artículo 81, desempeñará su cargo hasta el 9 de abril de 2005. Su reemplazante será designado por la Corte Suprema;





2) El Ministro actualmente nombrado en conformidad a la letra a) del artículo 81, cuyo cargo expiraría el 10 de agosto de 2005, cesará en él el día 9 de abril del mismo año; será reemplazado por la Corte Suprema y el nuevo Ministro desempeñará su cargo hasta el 9 de abril de 2008;





3) El Ministro actualmente nombrado en conformidad a la letra a) del artículo 81, cuyo cargo expiraría el 19 de enero de 2008, cesará en él el día 9 de abril del mismo año; será reemplazado por la Corte Suprema y el nuevo Ministro desempeñará su cargo hasta el 9 de abril de 2011;





4) El Ministro actualmente nombrado en conformidad a la letra b) del artículo 81, cuyo cargo expira el 25 de noviembre de 2008, será reemplazado por el Presidente de la República y el nuevo Ministro desempeñará su cargo hasta el 9 de abril de 2017;





5) El Ministro actualmente nombrado en conformidad a la letra c) del artículo 81, cuyo cargo expira el 11 de marzo de 2005, será reemplazado por el Presidente de la República y el nuevo Ministro desempeñará su cargo hasta el 9 abril de 2014;





6) Dentro de los 90 días siguientes a la vigencia de esta reforma constitucional, el Presidente de la República deberá nombrar un Ministro del Tribunal Constitucional con arreglo a la letra b) del nuevo artículo 81, el que durará en su cargo hasta el 9 de abril de 2011;





7) El Ministro nombrado con fecha 12 de agosto de 2002, en conformidad a la letra c) del artículo 81, desempeñará su cargo hasta el 9 de abril de 2011. Su reemplazante será nombrado por el Senado;





8) El Ministro actualmente nombrado en conformidad a la letra d) del artículo 81, cuyo cargo expira el 11 de marzo de 2005, será reemplazado por el Senado y el nuevo Ministro desempeñará su cargo hasta el 9 abril de 2014, y





9) Dentro de los 90 días siguientes a la vigencia de esta reforma constitucional, el Senado deberá nombrar un Ministro del Tribunal Constitucional con arreglo a la letra c) del nuevo artículo 81, el que durará en su cargo hasta el 9 de abril de 2008.





Se aplicará, en su caso, lo dispuesto en el nuevo artículo 81, inciso cuarto.”.





6.- “Cuadragésimasexta.- Se entenderá que los tratados internacionales, aprobados por el Congreso Nacional con anterioridad a la fecha de entrada en vigor de las enmiendas al Capítulo VII, que versen sobre materias que conforme a esta Constitución deben ser aprobadas por la mayoría absoluta o las cuatro séptimas partes de los diputados y senadores en ejercicio, cumplen con estos requisitos.





Las contiendas de competencia actualmente trabadas ante la Corte Suprema y las que lo sean hasta la entrada en vigor de las modificaciones al Capítulo VII, continuarán radicadas en dicho órgano hasta su total tramitación.





Los procesos iniciados, de oficio o a petición de parte, o que se iniciaren en la Corte Suprema para declarar la inaplicabilidad de un precepto legal por ser contrario a la Constitución, con anterioridad a la aplicación de las reformas al Capítulo VII, seguirán siendo de conocimiento y resolución de esa Corte hasta su completo término.”.





7.- “Cuadragesimaséptima.- Las reformas introducidas al Capítulo VII entrarán en vigor dentro de seis meses contados desde la publicación de la presente reforma constitucional.”.





8.- “Caudragésimaoctava.- Las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública seguirán siendo dependientes del Ministerio encargado de la Defensa Nacional hasta que se dicte la nueva ley que cree el Ministerio encargado exclusivamente de la Seguridad Pública.”.


En segundo trámite, este numeral pasó a ser 54, reemplazado por el siguiente:


“54.- Incorpóranse las siguientes disposiciones transitorias:





“Cuadragesimaprimera.- El mandato del Presidente de la República en ejercicio será de seis años, no pudiendo ser reelegido para el período siguiente.





Cuadragesimasegunda.- El Senado estará integrado únicamente por senadores electos en conformidad con el artículo 45 de la Constitución Política de la República y la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios actualmente vigentes.





Las modificaciones a la referida Ley Orgánica sobre Votaciones Populares y Escrutinios que digan relación con el número de senadores, las circunscripciones existentes y el sistema electoral vigente, requerirán del voto conforme de las tres quintas partes de los diputados y senadores en ejercicio.





Los senadores en actual ejercicio incorporados o designados en conformidad a las letras a), b), c), d), e) y f) del artículo 45 que se derogan, continuarán desempeñando sus funciones hasta el 10 de marzo de 2006.





Cuadragesimatercera.- Las modificaciones al artículo 47, en lo concerniente a la provisión de vacancias de cargos parlamentarios, comenzarán a regir con ocasión de la próxima elección de diputados y senadores.





Cuadragesimacuarta.- El reemplazo de los actuales Ministros y el nombramiento de los nuevos integrantes del Tribunal Constitucional, se efectuará conforme a las reglas siguientes:





Los actuales Ministros nombrados por el Presidente de la República, el Senado y el Consejo de Seguridad Nacional se mantendrán en funciones hasta el término del período por el cual fueron nombrados o hasta que cesen en sus cargos.





El reemplazo de los Ministros designados por el Consejo de Seguridad Nacional corresponderá al Presidente de la República.





El Senado nombrará tres Ministros del Tribunal Constitucional, dos directamente y el tercero previa propuesta de la Cámara de Diputados. Éste último durará en el cargo hasta el mismo día en que cese el actualmente nombrado por el Senado o quién lo reemplace en conformidad al inciso sexto de este artículo, y podrá ser reelegido.





La Corte Suprema nominará, en conformidad a la letra c) del Artículo 81, tres abogados, especificando en sus nombramientos cuáles de ellos durarán tres, seis y nueve años.  El que haya sido nombrado por tres años podrá ser reelegido.





Si alguno de los actuales Ministros no contemplados en el inciso anterior cesare en su cargo, se reemplazará por la autoridad indicada en las letras a) y b) del artículo 81, según corresponda, y su período durará por lo que reste a su antecesor, pudiendo éstos ser reelegidos.





Los Ministros nombrados en conformidad a esta disposición deberán ser designados con anterioridad al 11 de diciembre de 2005 y entrarán en funciones el 1 de enero de 2006.





Cuadragesimaquinta.- Se entenderá que los tratados internacionales, aprobados por el Congreso Nacional con anterioridad a la fecha de entrada en vigor de las enmiendas al Capítulo VII, que versen sobre materias que conforme a esta Constitución deben ser aprobadas por la mayoría absoluta o las cuatro séptimas partes de los diputados y senadores en ejercicio, cumplen con estos requisitos.





Las contiendas de competencia actualmente trabadas ante la Corte Suprema y las que lo sean hasta la entrada en vigor de las modificaciones al Capítulo VII, continuarán radicadas en dicho órgano hasta su total tramitación.





Los procesos iniciados, de oficio o a petición de parte, o que se iniciaren en la Corte Suprema para declarar la inaplicabilidad de un precepto legal por ser contrario a la Constitución, con anterioridad a la aplicación de las reformas al Capítulo VII, seguirán siendo de conocimiento y resolución de esa Corte hasta su completo término





Cuadragesimasexta.- Las reformas introducidas al Capítulo VII entrarán en vigor dentro de seis meses contados desde la publicación de la presente reforma constitucional.





Cuadragesimaséptima.- Las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública seguirán siendo dependientes del Ministerio encargado de la Defensa Nacional hasta que se dicte la nueva ley que cree el Ministerio encargado de la Seguridad Pública.





Cuadragesimaoctava.- Las modificaciones dispuestas en el artículo 54, Nº 2, comenzarán a regir después de la próxima elección general de parlamentarios.





Cuadragesimanovena.- Sin perjuicio de lo indicado en la disposición cuadragésima sexta transitoria, el Tribunal Constitucional ejercerá las nuevas atribuciones que le confiere esta Constitución seis meses después de la publicación de la presente reforma.”.”.


En relación con este numeral 54 de la Cámara de Diputados, la Comisión reflexionó en la misma línea del numeral anterior, en el sentido de que la proposición se refiere a disposiciones transitorias que regulan materias de muy diversa índole, algunas de las cuales son distintas de las aprobadas en primer trámite o bien son enteramente nuevas. Por esta razón, se resolvió abordarlas separadamente.


En relación a la disposición transitoria cuadragesimacuarta, referida al reemplazo de los actuales Ministros del Tribunal Constitucional y al nombramiento de sus nuevos integrantes, la Comisión la acogió, sin perjuicio de plantear al Ejecutivo la posibilidad de considerar fórmulas diferentes a las que esta norma presenta en el veto que el Jefe de Estado pueda formular.


Finalizado este estudio, se acordó aprobar las disposiciones transitorias de la Cámara de Diputados, con excepción de la disposición cuadragesimatercera, que fue rechazada. La aprobación contó con el voto favorable de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés. El rechazo de la disposición cuadragesimatercera fue acordado por tres votos en contra y uno a favor. Votaron por el rechazo los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina y Zaldívar, don Andrés. A favor lo hizo el Honorable Senador señor Viera-Gallo.


Además, la Comisión dejó constancia de lo siguiente:


En relación al precepto transitorio desechado, referido a la entrada en vigor del sistema de provisión de cargos parlamentarios previsto en el artículo 47 permanente de la Carta Fundamental, se puso de manifiesto que tal rechazo supone la entrada en vigencia in actum de la nueva norma permanente; y


En lo concerniente a la disposición cuadragesimaoctava, relativa a la entrada en vigencia de la nueva inhabilidad de los subsecretarios de Estado para ser candidatos a cargos parlamentarios, se precisó que la postergación de la entrada en vigor hasta la próxima elección general de parlamentarios se limita a los mencionados funcionarios, de manera que las demás inhabilidades que se incorporan al artículo 54 regirán in actum.

- - -

ARTÍCULO 2°, nuevo


En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados incorporó como tal el siguiente:





“Artículo 2º.- Autorízase al Presidente de la República para que, mediante decreto supremo, pueda dictar un texto refundido, coordinado y sistematizado de la Constitución Política de la República dentro del plazo de un año desde la aprobación de la presente reforma.”.





La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, aprobó este artículo 2°, nuevo.

- - -


De conformidad a lo precedentemente expuesto, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento os propone, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina (Presidente), Chadwick, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, adoptar los siguientes acuerdos:


I. Aprobar las siguientes enmiendas de la Cámara de Diputados: la sustitución del encabezado del artículo único y, según la numeración seguida por el Senado en el primer trámite constitucional, las signadas con los números 1; 3; 4; 5; 7, nuevo; 8 (que pasó a ser 10), letra a); 12 (que pasó a ser 13); 13 (que pasó a ser 14); 15, nuevo; 14 (que pasó a ser 16); 19 (que pasó a ser 21); 22, nuevo; 20 (que pasó a ser 23); 21 (que pasó a ser 24); 23 (que pasó a ser 26); 24 (que pasó a ser 27); 25 (que pasó a ser 28); 26 (que pasó a ser 29); 30; 32 (que pasó a ser 36); 33; 39 y 40, nuevos; 39 (que pasó a ser 44); 40 (que pasó a ser 45); 43 (que pasó a ser 48); 52, nuevo; 53, nuevo, en lo concerniente a la derogación de las disposiciones transitorias que allí se enumeran, con excepción de la disposición primera transitoria; 48 (que pasó a ser 54), en lo concerniente a la aprobación de las disposiciones transitorias que allí se proponen, con excepción de la cuadragesimatercera; y el artículo 2°, nuevo.


Los acuerdos precedentes fueron adoptados con las siguientes votaciones:


a) El número 12, que pasó a ser 13, fue aprobado por tres votos a favor y la abstención del Honorable Senador señor Chadwick; 


b) El número 22, nuevo, fue aprobado por tres votos a favor y la abstención del Honorable Senador señor Espina; 


c) Los números 30, 32 (que pasó a ser 36), 33 y 52, nuevo, se aprobaron por la unanimidad de los tres miembros presentes de la Comisión, según se indicará a continuación. Los numerales 30 y 32 (que pasó a ser 36), contaron con el voto favorable de los Honorables Senadores señores Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés. Por su parte, los numerales 33 y 52, nuevo, contaron con el voto favorable de los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina y Zaldívar, don Andrés.


d) Los restantes numerales fueron aprobados por la unanimidad de los cuatro miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.


II. Votar en forma dividida los siguientes numerales:


1) El número 8 (que pasó a ser 10), con el objeto de:


a) aprobar únicamente el primero de los párrafos propuestos de la letra b);


b) rechazar el numeral 3 de la letra c), y


c) aprobar las restantes enmiendas.


Los acuerdos recaídos en este número 8 (que pasó a ser 10) fueron adoptados por la unanimidad de los cuatro miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.


2) El número 22 (que pasó a ser 25), con el fin de aprobar sus letras b) y c) y desechar su letra a).


La aprobación de las letras b) y c) contó con la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés. El rechazo de la letra a) contó con los votos en contra de los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina y Zaldívar, don Andrés, y el voto favorable del Honorable Senador señor Viera-Gallo.


3) El número 28 (que pasó a ser 31), con el objeto de aprobar el número 1 y desechar el número 2.

Estos acuerdos fueron adoptados por la unanimidad de los cuatro miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.


4) El número 37, que pasó a ser 42, con el objeto de aprobarlo, con excepción de la expresión “atribuciones y” utilizada en el inciso final del artículo 81 propuesto por la Cámara de Diputados, que se propone desechar.


Estos acuerdos fueron adoptados por la unanimidad de los cuatro miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.


5) El número 38, que pasó a ser 43, con el fin acogerlo, con excepción del inciso quinto del artículo 82 propuesto por la Cámara de Diputados, que se propone rechazar.

Estos acuerdos fueron adoptados por la unanimidad de los cuatro miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.


6) El número 42, que pasó a ser 47, con el objeto de aprobarlo, exceptuando la frase “a la Cámara de Diputados y”, que se propone rechazar.


Estos acuerdos fueron adoptados por la unanimidad de los cuatro miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.


7) El número 44, que pasó a ser 49, con el fin de acogerlo, con excepción de la frase, antecedida de una coma (,) “el Presidente de la Cámara de Diputados”, que se propone desechar.

Estos acuerdos fueron adoptados con el voto a favor de los Honorables Senadores señores Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, y la abstención del Honorable Senador señor Chadwick.


III. Desechar las modificaciones propuestas en los numerales 8, nuevo; 9; 34, nuevo; 35, nuevo; 46; 53, nuevo, en lo concerniente a la derogación de la disposición primera transitoria, y 48, que pasó a ser 54, en cuanto a la disposición cuadragesimatercera que se propone incorporar.


Los acuerdos relativos a los numerales 8, nuevo, 9, 46 y 53, nuevo, fueron adoptados por la unanimidad de los cuatro miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.


El rechazo del numeral 34, nuevo, se produjo a consecuencia de los empates a que se refiere el artículo 182 del Reglamento del Senado. En las votaciones pertinentes, votaron a favor los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina y en contra lo hicieron los Honorables Senadores señores Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.


El rechazo del numeral 35, nuevo, fue adoptado con el voto a favor de los Honorables Senadores señores Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

El rechazo del numeral 48, que pasó a ser 54, en cuanto a la incorporación de la disposición cuadragesimatercera, fue acordado por tres votos en contra y uno a favor. Votaron por el rechazo los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina y Zaldívar, don Andrés. A favor lo hizo el Honorable Senador señor Viera-Gallo.

- - - - - -


Acordado en sesiones celebradas los días 5 y 6 de julio de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero (Presidente), Andrés Chadwick Piñera, José Antonio Viera-Gallo Quesney y Andrés Zaldívar Larraín.



Sala de la Comisión, a 8 de julio de 2005.
                                             (Fdo.):    NORA VILLAVICENCIO GONZÁLEZ

                                                                      Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY Nº 17.798, SOBRE CONTROL DE ARMAS Y EXPLOSIVOS

(3885-07)

Honorable Senado:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar acerca del proyecto de ley individualizado en la suma, en segundo trámite constitucional, originado en mensaje del Presidente de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

- - - - - -


Cabe hacer presente que, atendido que el proyecto tiene urgencia calificada de “discusión inmediata”, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, se discutió en general y en particular a la vez.

- - - - - -


A la sesión en que se debatió la iniciativa asistieron, además de los miembros de la Comisión, el Ministro y el Subsecretario del Interior, señores Francisco Vidal Salinas y Jorge Correa Sutil, respectivamente, y la asesora de este último, abogada Antonia Urrejola Noguera..

- - - - - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


El numeral 1) del artículo único del proyecto debe ser aprobado con quórum calificado, porque introduce modificaciones a la Ley sobre Control de Armas, la cual, de acuerdo con el artículo 92 de la Constitución Política de la República, tiene dicho rango.


Además, el numeral 4) del mismo artículo tiene rango de ley orgánica constitucional, de conformidad con lo establecido en el artículo 74 de la Constitución Política de la República, por cuanto establece nuevas normas de competencia para el conocimiento de determinados delitos de de la Ley de Control de Armas.


Cabe hacer presente que en virtud de lo señalado en el artículo 74 inciso tercero de la Constitución Política de la República, la Comisión ha oficiado a la Corte Suprema con fecha 6 de julio del año en curso, para recabar su parecer. En el momento en que se ha evacuado este informe el máximo tribunal aún no ha respondido.

- - - - - -

ANTECEDENTES

1.- Objetivo fundamental de la iniciativa.


De acuerdo con lo manifestado en el mensaje presidencial que dio origen al proyecto, éste tiene por objetivo solucionar las dudas de interpretación suscitadas respecto de la ley Nº 20.014 y, al efecto, aclarar que la competencia para conocer del delito consistente en tener o portar bombas o artefactos incendiarios corresponde exclusivamente a los tribunales ordinarios de justicia y no a los del fuero militar.

Asimismo, respecto del delito de compra y venta irregular de municiones, dada su naturaleza y los bienes jurídicos protegidos, se establece que también serán de competencia de los tribunales civiles, sustrayéndolos en consecuencia de la actual competencia que respecto de ellos la ley entrega a la justicia militar.

2.- Mensaje del Presidente de la República.


Para una adecuada comprensión de la iniciativa en informe, debe tenerse presente el mensaje del Presidente de la República.


En él se expresa que el pasado mes de mayo fue promulgada la ley Nº 20.014, que introduce modificaciones a la Ley de Control de Armas, con el objeto de contar con una herramienta que dé cuenta de los cambios que en los últimos treinta años se han producido en Chile respecto de la tenencia y posesión de armas de fuego.

Explica que lo que se pretendió con aquel cuerpo legal fue que la legislación se hiciera cargo de que el problema de hoy no dice relación con la existencia de aparatos militares que actúen en el marco de la subversión, como ocurría al momento de promulgarse la ley 
N° 17.988, a principios de la década de los años 70, sino con la violencia y el uso de armas por parte de la delincuencia común.

Para ello, agrega, en dicha norma legal se modificaron las penas, se establecieron nuevos requisitos para la tenencia, posesión y eventual porte de armas y se tipificaron nuevos delitos, entre ellos, los de porte o tenencia de bombas y artefactos incendiarios y la compra y venta irregular de municiones.


Expresa que, lamentablemente, y pese al acucioso trabajo del Congreso Nacional, a las pocas semanas de vigencia del nuevo marco legal han surgido ciertas situaciones en que los objetivos perseguidos por el legislador se han visto entrabados, por problemas  en la interpretación de la ley en materia de competencia. Una de las finalidades de este proyecto de ley es poner coto a esas interpretaciones divergentes en materia de competencia. 

3.- Legales.

- Ley Nº 17.798, sobre Control de Armas, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto N° 400, del Ministerio de Defensa Nacional, de 1997. Se describen a continuación las normas de este cuerpo legal atinentes al proyecto. En adelante también se aludirá a ella como la “Ley de control de Armas”.

El artículo 1º dispone que corresponde al Ministerio de Defensa Nacional, por medio de la Dirección General de Movilización Nacional, la supervigilancia y control de las armas, explosivos, fuegos de artificio y otros artículos pirotécnicos y demás elementos similares que la ley indica.

El artículo 2º señala cuáles son los elementos sometidos a control, entre los que se encuentran -en la letra d) de este artículo- los “explosivos, bombas, incluidas las incendiarias, y otros artefactos de similar naturaleza y sus partes y piezas”.


El artículo 3° especifica cuáles son armas prohibidas, que ninguna persona puede tener ni poseer, salvo el personal de las Fuerzas Armadas, de ambas policías y de Gendarmería y de la Dirección General de Aeronáutica Civil, que puede detentarlo en las condiciones que la misma norma señala. 

El artículo 13 sanciona a quien posea o tenga alguna de las armas o elementos señalados en los incisos primero, segundo y tercero del artículo 3º, con presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo (tres años y un día a diez años).

Su inciso segundo agrega que, si dichas armas son material de uso bélico o de aquellas señaladas en el inciso final del artículo 3º, es decir, armas químicas, biológicas o nucleares, la pena será de presidio mayor en su grado mínimo a medio (cinco años y un día a quince años).

El inciso tercero establece que, en tiempo de guerra, la penalidad será de presidio mayor en su grado medio a presidio perpetuo (quince años y un día a veinte años).

Su inciso final exime de la aplicación de los incisos anteriores a quienes hayan sido autorizados en la forma y para los fines que señala el inciso primero del artículo 4º 
.

El artículo 18, en su inciso primero dispone que los delitos tipificados en los artículos 9º, 11 y 14-A 
 de esta ley serán conocidos por los tribunales ordinarios con competencia en lo criminal, con arreglo al Código Procesal Penal.


La segunda parte de este inciso, reconoce también competencia a los mismos tribunales ordinarios en lo penal para conocer de los delitos tipificados en los artículos 13 y 14
, cuando se cometan con armas de fabricación artesanal o transformadas respecto de su condición original, o bien con armas cuyos números de serie se encuentren adulterados o borrados.


- Ley Nº 20.014, que modifica la ley Nº 17.798, sobre Control de Armas.
- - - - - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


El señor Subsecretario del Interior, don Jorge Correa Sutil, señaló que el proyecto en informe corrige un error en que, por exceso de celo, incurrió la ley N° 20.014, modificatoria de la ley N° 17.798. Explicó que las bombas y artefactos incendiarios quedaron regulados en dos disposiciones del cuerpo legal modificado, a saber,  los artículos 2° y 3° de la Ley de Control de Armas.


El artículo 2°, como se dijo, especifica las armas permitidas bajo el control de la Dirección General de Movilización  Nacional. El literal d) de este precepto menciona, entre otros, a las bombas incendiarias.  


El artículo 3° detalla las armas cuya posesión y tenencia están prohibidas. Entre ellas, el inciso tercero menciona las bombas y artefactos incendiarios.


Esta duplicidad de categorización ha producido, en la práctica, ambigüedad en cuanto al tribunal competente, lo cual trae consecuencias en materia de procedimiento y también problemas para determinar la penalización.


De conformidad con el artículo 18 de la Ley de Control de Armas, la justicia civil es competente para conocer los delitos tipificados en los artículos 9°, 11, y 14 A del mismo cuerpo legal, y los de los artículos 13 y 14, cuando se cometan con armas de fabricación artesanal o transformadas respecto a su condición original o armas cuyos números de serie se encuentren adulterados o borrados. Todos los demás delitos de esta ley caen dentro de la esfera de competencia de la justicia militar.


Con la finalidad de aclarar esta situación ambigua,  el señor Subsecretario señaló que el N° 1) del artículo único del proyecto elimina del artículo 2° de la Ley de control de Armas la mención de las bombas incendiarias, de manera que tales artefactos sólo estarán tratados en el artículo 3°, como armas prohibidas.


Como complemento de lo anterior, y teniendo en cuenta que las bombas incendiarias, más comúnmente conocidas como “bombas molotov”, no revisten igual peligrosidad ni producen efectos comparables a los de las armas automáticas, las ametralladoras, o los gases asfixiantes o paralizantes, el N° 3) del artículo único del proyecto modifica la penalidad señalada en el artículo 13 de la Ley de Control de Armas al delito de posesión o tenencia de bombas o artefeactos incendiarios.


En efecto, la sanción que establece el precepto citado es la de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo (3 años y 1 día a 10 años). La iniciativa en informe rebaja el mínimo a presidio menor en su grado medio (desde 541 días) y conserva el máximo vigente.


En la misma línea, el N° 4) del artículo único del proyecto reemplaza el primer inciso del artículo 18 de la Ley de Control de Armas, para insertar en él una mención expresa de las bombas o artefactos incendiarios, en virtud de lo cual ya no será discutible, como lo ha sido, que este delito es de competencia de la justicia civil.


Por último, el N° 2) del artículo único del proyecto eleva la penalidad fijada para los delitos del artículo 9° A, esto es, adquirir municiones o cartuchos sin ser poseedor, tenedor o portador de un arma de fuego inscrita; adquirir municiones o cartuchos que no correspondan al calibre del arma de fuego inscrita que se posee, tiene o porta; vender municiones o cartuchos sin autorización, o, teniendo autorización para vender tales elementos, omitir el registro de una venta con individualización del comprador y del arma.


La norma sanciona todas estas conductas con presidio menor en su grado mínimo (61 a 540 días). El proyecto la eleva a presidio menor en cualquiera de sus grados (61 días a 5 años).


El Honorable Senador señor Viera-Gallo hizo ver que le parece justificada la normativa que asigna mayor penalidad a quien fabrica las armas, en comparación con las que se establecen para quien las porta o usa.


El Honorable Senador señor Espina advirtió que habrá que analizar con mayor profundidad el numeral 2) del artículo único del proyecto, pues eleva la sanción para las diversas figuras de compra y venta irregular de municiones.


Sometido el proyecto a votación en general, la idea de legislar fue aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés y Zurita, y dos en contra, de los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina.

- - - - - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


El proyecto consta de un artículo único, dividido en cuatro numerales.

Artículo único


Introduce las siguientes modificaciones a la ley 
Nº 17.798, sobre Control de Armas, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto N° 400, del Ministerio de Defensa Nacional, de 1997.

Numeral 1)


Elimina de la letra d) del artículo 2º, las expresiones “incluidas las incendiarias” y las comas (,) que le anteceden y preceden.

- Fue aprobado por unanimidad, por los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés y Zurita.
Numeral 2)
Sustituye, en el encabezamiento del artículo 9º A, las expresiones “presidio menor en su grado mínimo” por las siguientes “presidio menor en cualquiera de sus grados”.


El Honorable Senador señor Zurita observó que la elevación de la pena en estos casos es inconveniente, porque bastará la concurrencia de una circunstancia agravante para que se aplique el máximo, cuya magnitud aparece como desmesurada en relación con la naturaleza y gravedad de la infracción.

- Fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina y Gazmuri y dos en contra,  de los Honorables Senadores señores Zaldívar, don Andrés y Zurita.
Numeral 3)

Intercala, en el artículo 13, el siguiente inciso segundo:


“No obstante, tratándose de la posesión o tenencia  de bombas o artefactos incendiarios, la pena será de presidio menor en su grado medio a presidio mayor en su grado mínimo.”.

- Fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Gazmuri, Zaldívar, don Andrés y Zurita, y dos en contra, de los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina.
Numeral 4)


Sustituye el inciso primero del artículo 18, por el siguiente:


“Artículo 18.- Los delitos tipificados en los artículos 9º, 9º A, 11º y 14º A de esta ley serán conocidos por los tribunales ordinarios con competencia en lo criminal, con arreglo al Código Procesal Penal. Los mismos tribunales conocerán de los delitos tipificados en los artículos 13º y 14º cuando se cometieren con bombas o artefactos incendiarios, con armas de fabricación artesanal o transformadas respecto de su condición original, o bien con armas cuyos números de serie se encuentren adulterados o borrados.”.


El Honorable Senador señor Chadwick observó que el objetivo de este proyecto es aclarar que las bombas incendiarias son armas prohibidas, y que los delitos referidos a dichas armas siempre son conocidos por la justicia militar, por tanto no ve ninguna razón plausible para hacer una excepción en este caso, sobre todo teniendo en consideración que por regla general la víctima de estos delitos es personal uniformado en ejercicio de sus funciones.

- Fue aprobado por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señores Espina, Gazmuri, Zaldívar, don Andrés y Zurita y uno en contra, del Honorable Senador señor Chadwick.

Al concluir el estudio del proyecto en sus detalles, la Comisión juzgó pertinente introducirle algunos ajustes formales en materia de referencias legales, conjugación verbal y denominación de tribunales.

- Esos acuerdos fueron adoptados en forma unánime, por los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés y Zurita.
- - - - - -


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de ley en informe, con las siguientes modificaciones:

Artículo único


- En su encabezamiento, agregar la siguiente oración final, precedida de una coma (,): “cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto N° 400, del Ministerio de Defensa Nacional, de 1978”.

(unanimidad, 5 x 0)

N° 4)


- Sustituir la frase “los tribunales ordinarios con competencia en lo criminal”, por “los jueces y tribunales en lo penal”.


- Reemplazar la forma verbal “cometieren”, por “cometan”.

(unanimidad, 5 x 0)

- - - - - -


Si estas modificaciones son aprobadas, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 17.798, sobre Control de Armas, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto N° 400, del Ministerio de Defensa Nacional, de 1978:


1) Elimínanse de la letra d) del artículo 2º, las expresiones “incluidas las incendiarias” y las comas (,) que le anteceden y preceden.


2) Sustitúyense en el encabezamiento del artículo 9º A, las expresiones “presidio menor en su grado mínimo” por las siguientes “presidio menor en cualquiera de sus grados”.


3) Intercálase en el artículo 13, el siguiente inciso segundo:


“No obstante, tratándose de la posesión o tenencia de bombas o artefactos incendiarios, la pena será de presidio menor en su grado medio a presidio mayor en su grado mínimo.”.


4) Sustitúyese el inciso primero del artículo 18 por el siguiente:


“Artículo 18.- Los delitos tipificados en los artículos 9º, 9º A, 11 y 14 A de esta ley serán conocidos por los jueces y tribunales en lo penal, con arreglo al Código Procesal Penal.  Los mismos tribunales conocerán de los delitos tipificados en los artículos 13 y 14 cuando se cometan con bombas o artefactos incendiarios, con armas de fabricación artesanal o transformadas respecto de su condición original, o bien con armas cuyos números de serie se encuentren adulterados o borrados.”.”.

- - - - - -


Acordado en sesiones celebradas el día 6 de julio de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero (Presidente), Andrés Chadwick Piñera, José Antonio Viera-Gallo Quesney (Jaime Gazmuri Mujica), Andrés Zaldívar Larraín y Enrique Zurita Camps.


Sala de la Comisión, a 11 de julio de 2005.

(Fdo.): FERNANDO SOFFIA CONTRERAS

Secretario

� Establece las conductas terroristas y fija su penalidad.


� Págs. 10 y 12 de ese informe.


� “Artículo 3º.- Ninguna persona podrá poseer o tener armas largas cuyos cañones hayan sido recortados, armas cortas de cualquier calibre que funcionen de forma totalmente automática, armas de fantasía, entendiéndose por tales aquellas que se esconden bajo una apariencia inofensiva; armas cuyos números de serie se encuentren adulterados o borrados; ametralladoras, subametralladoras; metralletas o cualquiera otra arma automática y semiautomática de mayor poder destructor o efectividad, sea por su potencia, por el calibre de sus proyectiles o por sus dispositivos de puntería.





Asimismo, ninguna persona podrá poseer o tener artefactos fabricados sobre la base de gases asfixiantes, paralizantes o venenosos, de sustancias corrosivas o de metales que por la expansión de los gases producen esquirlas, ni los implementos destinados a su lanzamiento o activación, así como tampoco bombas o artefactos incendiarios.





Además, ninguna persona podrá poseer o tener armas de fabricación artesanal ni armas transformadas respecto a su condición original, sin autorización de la Dirección General de Movilización Nacional.





Se exceptúan de estas prohibiciones a las Fuerzas Armadas y a Carabineros de Chile. La Policía de Investigaciones de Chile, Gendarmería de Chile y la Dirección General de Aeronáutica Civil, estarán exceptuadas sólo respecto de la tenencia y posesión de armas automáticas livianas y semiautomáticas, y de disuasivos químicos, lacrimógenos, paralizantes o explosivos y granadas, hasta la cantidad que autorice el Ministerio de Defensa Nacional, a proposición del Director del respectivo Servicio. Estas armas y elementos podrán ser utilizados en la forma que señale el respectivo Reglamento Orgánico y de Funcionamiento institucional.





En todo caso, ninguna persona podrá poseer o tener armas denominadas especiales, que son las que corresponden a las químicas, biológicas y nucleares.”





� El inciso primero del artículo 4º establece que se podrán fabricar, transformar e importar o exportar armas y elementos señalados en el artículo 2º (sujetos a control) si previamente se obtiene una autorización de la Dirección General de Movilización Nacional.





� El artículo 9º sanciona a quien posea armas o municiones sujetas a control sin ser un fabricante, armero, importador, exportador, poseedor o tenedor autorizado por la Dirección General de Movilización Nacional.





El artículo 11 sanciona a quien porte un arma sin estar autorizado.





El artículo 14 A pena a quien abandone un arma o elemento sujeto a control.


 


� El artículo 13 sanciona a quien posea un arma o elemento calificado como “prohibido” por el artículo 3º de la ley. Por su parte, el artículo 14, sanciona a quién porte alguno de estos objetos.
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